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Articulo 16 de la constitucion mexicana resumen

| ¿Servicios de Sesión de Servicio Parlamentario? ¿Hechos importantes? Iniciativa con proyecto de decreto de reforma del séptimo párrafo del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para que el Ministerio Público y, en caso de delitos graves, puedan llevar a cabo una investigación y envío de hasta 96 horas. Congreso del Estado de Jalisco.
Fecha de publicación en la revista del parlamento: 21 de junio de 2002 TEXTO ACTUAL TEXTO ACTUAL Constitución política de los Estados Unidos Mexicanos Artículo 16.- Nada puede ser perturbado por su persona ... ... El Ministerio Público no podrá mantener el organismo durante más de cuarenta y ocho horas durante las cuales la autoridad judicial deberá ordenar o
presentar su libertad. este período podrá duplicarse en los casos contemplados por la ley como delitos organizados. Cualquier abuso de lo anterior será castigado por la ley penal. ... ... ... ... ... ... Un artículo.- El séptimo párrafo del Artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos se reforma de la siguiente manera: Artículo 16. El Ministerio Público no
podrá mantener el organismo durante más de cuarenta y ocho horas durante las cuales la autoridad judicial deberá ordenar o presentar su libertad. este plazo podrá duplicarse en los casos previstos por la ley como delitos organizados y en el caso de delitos graves así clasificados por la ley. Cualquier abuso de lo anterior será castigado por la ley penal. ........ ........ ......... .........
........ ........... El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. En segundo lugar- Esta reforma percibe los delitos graves como delitos cubiertos por las leyes aplicables. | Página de inicio s /he/jie Functions Consejo de Servicios de Soporte Técnico Vice-Presidentes Servicios de la Comisión de Servicios? ¿Servicios de
archivo de los servicios de registro de discusión? ¿Servicios de biblioteca? En la página 72 El contenido de este artículo es: 1) Requisitos que las autoridades públicas deben cumplir para actuar para molestar a las personas, sus funciones y propiedades. (2) Requisitos para la libre ejecución de las órdenes de autorización y detención. (3) Casos de urgencia y bandera. 4) Tiempo
máximo de detención para el Ministerio Público. 5) Requisitos para la emisión y ejecución de la orden de registro. (6) Requisitos para contactos privados. 7) La facultad de la autoridad administrativa para practicar visitas a la casa. 8) Protección de la correspondencia. 9) Casos en los que los miembros del ejército pueden solicitar alojamiento y otros Personas. El artículo 16 de la
Constitución mexicana, al igual que los artículos 14 y 15, está comprendido en las garantías de seguridad jurídica. En particular, el artículo 16, párrafo primero, se refiere a los actos de irrcipación que difieren de la privación de libertad (regulados por el artículo 14 de la Convención Constitucional) al prever que, para que el Estado pueda ser responsable de las personas, debe
hacerlo si cumple tres requisitos: página 73, apartado 1, para poder ser redactado. 2) dicha orden será dictada por la autoridad competente para su ejecución. (3) Esta autoridad combina y motiva correctamente tal instrucción. En otras palabras, la institución siempre debe actuar por escrito y de conformidad con lo que la ley le permite, es decir, el Presidente de la República no
puede imponer multas por tráfico únicamente porque la ley no le confiere la facultad de hacerlo, y en última instancia la institución debe encontrar y motivar sus acciones. En este sentido, es importante determinar lo que significa la base y la motivación: (1) Fundación: citación de las disposiciones legales sobre las que la institución emite el orden. 2) Motivación: identificar los
argumentos que llevaron a la facultad de dictar tal orden, es decir, las razones que explican a la persona a la que pretende ser perturbado, por las que deben aplicarse determinadas disposiciones jurídicas. A la luz de lo anterior, es evidente cuál es el ámbito de aplicación del artículo 16 de la constitución, por no mencionar, en primer lugar, que las otras partes regulan únicamente
situaciones específicas de molestia, cuando la Constitución no hace más, sino que impone restricciones y cumple los requisitos del Estado, de modo que las personas que poseen los actos de las autoridades tengan certeza y seguridad jurídica. Molesto... Artículo 1o: En los Estados Unidos Mexicanos, todas las personas tendrán acceso a los derechos humanos reconocidos en
esta Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado de México es parte, así como garantías para su protección, cuyo cumplimiento no podrá ser restringido o suspendido, salvo lo dispuesto en la presente Constitución. Las normas de derechos humanos se interpretan de conformidad con esta Constitución y los tratados internacionales sobre esta cuestión,
siempre promoviendo una protección más amplia. Todas las autoridades públicas deben, dentro de su competencia, promover, respetar, defender y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, infrecuencia y progresividad. En consecuencia, el Estado previene, investiga, castiga y corrige las violaciones de los derechos
humanos establecidas por la ley. Esclavitud Mexicanos Unidos. A los esclavos extranjeros que lleguen al territorio nacional simplemente se les dará su libertad y la protección de las leyes. Queda prohibida toda discriminación por motivos étnicos o nacionales, sexo, edad, discapacidad, situación social, condiciones de salud, religión, creencias, preferencias sexuales, estado civil o
cualquier otra discriminación que viole la dignidad humana y busque abolir o violar los derechos y libertades de las personas. Artículo reformado DOF 14-08-2001 Volver a casa Volver al índice Artículo 2o. El pueblo mexicano es único e indivisible. La nación tiene una composición multicultural, inicialmente basada en sus pueblos indígenas, que provienen de las poblaciones que,
al comienzo de la colonización, vivían en el territorio actual del país y que mantienen sus instituciones sociales, económicas, culturales y políticas, o parte de las mismas. El conocimiento de su identidad local debe ser un criterio clave para determinar quién está sujeto a las disposiciones sobre los pueblos indígenas. Se trata de comunidades que son miembros de pueblos
indígenas, aquellas que constituyen unidad social, económica y cultural, establecidas en el territorio y reconocen a sus autoridades de acuerdo con sus costumbres y costumbres. El derecho de libre libre determinación de los pueblos indígenas se ejerce dentro del sistema constitucional de autonomía que garantiza la unidad nacional. El reconocimiento de los pueblos y
comunidades indígenas se llevará a cabo en las constituciones y leyes de las entidades federales, que, además de los principios generales establecidos en los párrafos anteriores del presente artículo, tienen en cuenta los criterios de ajuste etnolinguista y físico. Para. Esta Constitución reconoce y garantiza el derecho de los pueblos y comunidades indígenas a tomar decisiones
libres y, por lo tanto, autonomía: I. Decidir sus formas internas de convivencia y organización social, económica, política y cultural. II. Aplicar sus marcos reglamentarios para regular y resolver sus conflictos internos, de conformidad con los principios generales de esta Constitución, respetando las garantías individuales, los derechos humanos y, en consecuencia, la dignidad y la
integridad de la mujer. La Ley establece los expedientes y procedimientos de aprobación de los respectivos jueces o tribunales. III. elegir autoridades públicas o representantes de conformidad con sus normas, procedimientos y prácticas tradicionales que les permitan ejercer sus formas de gobernanza interna, velando por que las mujeres y los hombres indígenas tengan y
ejerzan sus derechos de voto y voten en pie de igualdad; así como para obtener y ocupar oficinas electorales públicas y populares fueron elegidos o nombrados de acuerdo con el pacto federal, la soberanía de los Estados y la autonomía de México. La práctica comunitaria no puede en ningún caso restringir los derechos electorales políticos de los ciudadanos cuando sus
autoridades municipales son elegidas. Grupo reformado DOF 22-05-2015, 29/01/2016 IV. Guarda y enriquece tus idiomas, conocimientos y todos los elementos que componen tu cultura e identidad. V. Preservar y mejorar los hábitats y preservar la integridad de sus tierras dentro de los plazos establecidos en esta Constitución. VI. El acceso a las formas de propiedad de la tierra
y a las condiciones de gobierno arraigadas en esta Constitución y sus leyes, así como a los derechos adquiridos por terceros o miembros de la comunidad, el uso de los recursos naturales de los lugares que residen y ocupan comunidades y condiciones preferenciales, excepto las que corresponden a territorios estratégicos, en el caso de esta Constitución. A tal fin, las
comunidades pueden estar preocupadas desde el punto de vista jurídico. VII. En municipios con poblaciones indígenas, seleccione representantes en municipios, de acuerdo con el principio de igualdad de género de acuerdo con las normas aplicables. El párrafo reformado DOF 06-06-2019 Constituciones y leyes de entidades federales reconocerá y regulará estos derechos en
los municipios con el fin de fortalecer la participación y la representación política de acuerdo con sus tradiciones y normas internas. VIII. Acceso completo a la jurisdicción estatal. Para garantizar este derecho, es necesario tener en cuenta sus costumbres y especificidades culturales en todas las resoluciones y procedimientos de los que sean parte, individual o colectivamente, de
conformidad con los preceptos de la presente Constitución. Los indígenas siempre tienen derecho a intérpretes y abogados que conocen su lengua y cultura. Las constituciones y leyes de las entidades federales deben establecer las características de la autodeterminación y autonomía, que mejor expresen la posición y aspiraciones de los pueblos indígenas en cada entidad, así
como las reglas para el reconocimiento de las comunidades indígenas como entidades de interés público. B. Federación, entidades federales y municipios para promover la igualdad de oportunidades para los pueblos indígenas y eliminar cualquier práctica discriminatoria, establecer instituciones y establecer las políticas necesarias para asegurar la validez de los derechos
indígenas y el desarrollo integral de sus pueblos y comunidades, que deben ser desarrollados y aplicados con ellos. PARTE Reformada 29-01-2016 DOF Para abordar las deficiencias y retrocesos que afectan a los pueblos y comunidades indígenas, las autoridades deben: I.Promover el desarrollo regional de las zonas locales para fortalecer la economía local y mejorar las
condiciones de vida de sus pueblos a través de una acción coordinada entre las tres órdenes gubernamentales, con la participación de las comunidades. Las autoridades municipales determinan correctamente los créditos presupuestarios que las comunidades gestionarán directamente para fines específicos. II. Asegurar y aumentar el nivel de formación promoviendo la
educación bilingue e intercultural, la alfabetización, la finalización de la educación básica, la formación productiva y la educación secundaria superior y superior. Crear un sistema de becas para estudiantes indígenas en todos los niveles. Definir y desarrollar programas regionales de educación sobre contenidos que reconozcan el patrimonio cultural de sus pueblos, de
conformidad con las leyes de esta materia y en consulta con las comunidades indígenas. Para promover el respeto y el conocimiento de las diferentes culturas, hay una nación. III. Garantizar un acceso eficaz a la atención sanitaria ampliando el ámbito de aplicación del sistema nacional, haciendo un uso adecuado de la medicina tradicional, así como apoyando la nutrición local a
través de programas de restauración, especialmente para los niños. IV. Mejorar las condiciones de convivencia y recreación de las comunidades indígenas y sus espacios a través de acciones que faciliten el acceso al financiamiento público y privado para la construcción y mejora de viviendas, así como ampliando la cobertura de los servicios sociales básicos. V. Promover la
inclusión de las mujeres indígenas en el desarrollo apoyando proyectos productivos, su protección de la salud, la provisión de estímulos para promover su educación y participación en la toma de decisiones en relación con la vida comunitaria. VI. Ampliar la red de comunicación, que permite la integración de las comunidades mediante la construcción y ampliación de canales de
comunicación y telecomunicaciones. Permitir que los pueblos y comunidades indígenas adquieran, gestionen y administren los medios de comunicación en las condiciones establecidas en la ley sobre esta cuestión. VII. Apoyar las actividades productivas y el desarrollo sostenible de las comunidades indígenas a través de acciones para asegurar la adecuación de sus ingresos
económicos, medidas para promover la inversión pública y privada, promover la creación de empleo, la introducción de tecnologías que aumenten su propia capacidad de producción, así como garantizar la igualdad de acceso a los recursos y a los sistemas de comercio. VIII. Desarrollar una política social para proteger a los migrantes de los pueblos tanto nacionales como
extranjeros, adoptando medidas para garantizar los derechos laborales de los trabajadores diurnos agrícolas; mejorar las condiciones de salud de las mujeres; programas específicos de educación y nutrición para niños y jóvenes de origen migrante; respeto de sus derechos humanos y promover la difusión de sus culturas. IX. Consultar con los pueblos indígenas sobre la
preparación del plan y planes nacionales de desarrollo para entidades federales, municipios y, en su caso, límites territoriales en la Ciudad de México y, si es necesario, incluir las recomendaciones y propuestas que presenten. Grupo reformado DOF 29-01-2016 Con el fin de garantizar el cumplimiento de las funciones a que se refiere esta sección, la Cámara de Diputados del
Congreso de la Unión, los legisladores de entidades y municipios federales establecerán, dentro de los límites de sus respectivas competencias, puntos específicos de cumplimiento de estas obligaciones en los presupuestos de sus salidas aprobadas, así como las formas y procedimientos de participación de las comunidades en su ejecución y seguimiento. Sin perjuicio de los
derechos impuestos aquí a los pueblos indígenas, sus comunidades y pueblos, cualquier comunidad similar a ellos tiene los mismos derechos que los establecidos por la ley. C. Esta Constitución reconoce a los pueblos y comunidades afro-mexicanas, independientemente de su autodemicación, como parte de la composición multicultural de la Nación. Tendrán los derechos
establecidos en los párrafos anteriores del presente artículo de conformidad con el procedimiento establecido por la ley para garantizar su libre autodeterminación, autonomía, desarrollo e inclusión social. Artículo reformado DOF 14-08-2001 Volver a casa Volver al índice Artículo 3o. Todo el mundo tiene derecho a la educación. El estado - federación, estados, Ciudad de México
y municipios - proporcionará y garantizará la educación primaria, preescolar, primaria, secundaria, superior y superior. La educación preprimaria, primaria y secundaria constituye la educación básica; este y los promedios más altos son obligatorios, la educación superior es obligatoria de conformidad con el párrafo X del presente artículo. La educación primaria es la ley de los
niños y el estado será responsable de crear conciencia sobre su importancia. El Estado es responsable de la rectitud educativa obligatoria del Estado, así como de la rectitud educativa obligatoria, será universal, inclusiva, pública, libre y global. Tercer párrafo. Se ha eliminado. La educación se basará en el respeto ilimitado de la dignidad de las personas, centrándose en los
derechos humanos y la igualdad fundamental. Tenderá a desarrollar armoniosamente todas las facultades humanas y juntos, el amor a la patria, el respeto de todos los derechos, las libertades, la cultura de la paz y la comprensión de la solidaridad, la independencia y la justicia internacionales; promover la equidad, los valores y la mejora continua del proceso de enseñanza del
aprendizaje. El Estado prioriza los intereses de los niños, adolescentes y jóvenes con el fin de acceder a los servicios educativos, garantizar su prioridad y participación en los servicios educativos. Los profesores y profesores son factores clave en el proceso educativo y se reconoce su contribución a la transformación social. Tendrán acceso a las evaluaciones diagnósticas en un
sistema integral actualizado de formación, formación y renovación para alcanzar los objetivos y metas del sistema educativo nacional. La Ley establece disposiciones del Sistema de Carrera del Profesor y del Profesor en relación con sus funciones docentes, directivas o de supervisión. La Federación será responsable de su rector y, en asociación con las entidades alimentados,
de su aplicación de conformidad con los criterios educativos previstos en el presente artículo. El personal que desempeñe su función de formación, directiva o supervisión será contratado, promovido y reconocido a través de procesos de selección a los que los solicitantes estén en pie de igualdad y establecidos por las leyes previstas en el párrafo anterior, que sean públicas,
transparentes, equitativas e imparciales y que consideren los conocimientos, las aptitudes y la experiencia necesarios para el aprendizaje y el desarrollo integral de los estudiantes. Los nombramientos relacionados con estos procesos sólo se concederán en virtud de dicha ley. Las disposiciones de este párrafo no afectarán en modo alguno a los maestros y maestros que
trabajan. Estas disposiciones no se aplicarán a las instituciones a que se refiere el apartado VII del presente artículo. El Estado fortalece las instituciones educativas públicas, especialmente las escuelas ordinarias, en condiciones legales. Los campus educativos son el área principal del proceso de enseñanza de aprendizaje. El Estado velará por que los materiales didácticos, la
infraestructura educativa, sus condiciones de mantenimiento y medio ambiente sean adecuados y contribuyan a los objetivos educativos. A fin de cumplir con el párrafo II del presente artículo, el Ejecutivo Federal establecerá los principios y objetivos básicos de la educación primaria, así como los planes de educación básicos y normales y los programas de asistencia en toda la
República; con este fin, examinará las opiniones de los gobiernos federales y de varios actores sociales relacionados con la educación, así como el contenido de los proyectos. programas educativos que reflexionan sobre las realidades y contextos regionales y locales. Los planes y programas de terapia tendrán una perspectiva de género y una orientación integral que incluirá el
conocimiento de las ciencias y las humanidades: matemáticas, alfabetización, historia, geografía, cívica, filosofía, tecnología, innovación, idiomas locales de nuestro país, lenguas extranjeras, educación física, entrenamiento deportivo. , las artes, especialmente la música, la promoción de estilos de vida saludables, la educación sexual y reproductiva y el cuidado del medio
ambiente. I. Garantizado por el artículo 24 la libertad de creencias, dicha educación debe ser y, por lo tanto, permanecer completamente ajena a cualquier doctrina religiosa; II. El criterio sobre el que se guiará esta educación se basará en los resultados del progreso científico, la lucha contra la ignorancia y su impacto, servidumbre, intolerancia y prejuicios. Además: a será
democrática, tratando la democracia no sólo como una estructura jurídica y un régimen político, sino también un sistema vivo basado en el continuo desarrollo económico, social y cultural de las personas; b) será nacional, porque sin hostilidades ni excepcionalidad abordará nuestra comprensión de nuestros problemas, el uso de nuestros recursos, la defensa de nuestra
independencia política, la garantía de nuestra independencia económica y la continuidad y mejora de nuestra cultura; SECCION Reformada DOF 26-02-2013 (c) Contribuirá a la mejor convivencia humana con el fin de fortalecer la gratitud y el respeto por la naturaleza, la diversidad cultural, la dignidad personal, la integridad de las familias, la creencia en el interés público, los
ideales de fraternidad y todos los mismos derechos, evitando la racial, religiosa, los privilegios de grupo, el género o las personas; Sección reformada DOF 09-02-2012, 26/02/2013, 15/05/2019) Está derogado. Sección DOF 26-02-2013 agregada. DoF derogado 15-05-2019 (e) Esto será correcto que el Estado aplique medidas que favorezcan el pleno ejercicio del derecho de las
personas a la educación y combatan las desigualdades sociales y económicas, regionales y de género en el acceso a los servicios educativos, el tránsito y la gestión. La exclusión de nivel superior en las escuelas primarias se impulsará a través de acciones para mejorar las condiciones de vida de las personas educadas, con un enfoque en las escuelas de alimentos. Los
estudiantes de vulnerabilidad social también recibirán apoyo mediante el establecimiento de políticas transversales e incluyendo políticas. En el ámbito de la educación de adultos, se implementarán estrategias para garantizar su acceso a escuelas de diferentes tipos y Se proporcionará a los pueblos y comunidades indígenas una educación pluricultural e intercultural basada en
el respeto del patrimonio histórico y cultural, su promoción y preservación; (f) Será inclusivo, teniendo en cuenta las aptitudes, circunstancias y necesidades de la persona educada. De conformidad con el principio de accesibilidad, se realizarán cambios razonables y se aplicarán medidas específicas para eliminar los obstáculos al aprendizaje y la participación; (g) será
intercultural, promoviendo la convivencia sostenible de las personas y las comunidades para respetar y reconocer sus diferencias y derechos en el marco de la inclusión social; (h) será un aprendizaje coherente y permanente desarrollar las capacidades cognitivas, sociales, emocionales y físicas de las personas que les permitan alcanzar su bienestar, y (i) será una competencia
entendida como desarrollo inseparable continuo que promueva el máximo logro de aprendizaje para las personas educadas, desarrollando su pensamiento crítico y fortaleciendo las relaciones entre la escuela y la comunidad; III. Derogado. Grupo reformado DOF 12-11-2002, 26.2.2013, 29.1.2016. Derogó el DOF 15-05-2019 IV. Toda la educación estatal será gratuita; V. Toda
persona tiene derecho a cosechar los beneficios del desarrollo científico y la innovación tecnológica. El Estado apoyará la investigación y la innovación científicas, humanistas y tecnológicas y garantizará el acceso abierto a la información derivada de la misma, a la que deberá proporcionar recursos e incentivos suficientes, de conformidad con los motivos de coordinación,
vinculación y participación establecidos por la ley en este ámbito; también promoverá el fortalecimiento y la difusión de nuestra cultura; Grupo reformado DOF 12-11-2002, 09-02-2012, 15-05-2019 VI. Los individuos podrán proporcionar educación de todo tipo y método. Por los plazos establecidos por la ley, el Estado concede y retira el reconocimiento de validez oficial para las
investigaciones llevadas a cabo en ciertas ciudades. Primaria, preescolar, en el caso de la educación primaria, secundaria y normal, las personas deben: reformado 12.11.2002, 15.05.05.2002(a) Proporcionar educación con arreglo a los mismos objetivos y criterios establecidos en el párrafo cuarto y en la parte II, así como seguir los planes y programas a que se refieren los
apartados 1 y 10, y b) recibirla antes, en cada caso, una autorización clara de la administración del Estado de conformidad con el procedimiento establecido por la ley; VII. Las universidades y otras instituciones de educación superior a las que la ley otorga autonomía tienen el derecho y la responsabilidad de gestionarse; sus objetivos de educación cultural, investigación y
metricción de conformidad con los principios del presente artículo, libertad de presidente e investigación y libre examen y discusión de ideas; determinar sus planes y programas; establecen las condiciones para la entrada, promoción y gestión de su personal académico; administrar sus activos. Las relaciones laborales del personal académico y administrativo de la parte A del
artículo 123 de la presente Constitución se normalizarán en los plazos y en las condiciones establecidas en la legislación federal del empleo, teniendo en cuenta las características del trabajo especial, de modo que correspondan a la autonomía, a la libertad de presidente e investigación y a los objetivos de las instituciones a las que se refiere el presente apartado; Grupo
reformado DOF 26-02-2013 VIII. Con el fin de unir y coordinar la educación en toda la República, el Congreso de la Unión adoptará las leyes necesarias para asignar la función social de la educación entre la Federación, las entidades federales y los municipios, para establecer contribuciones económicas para ese servicio público y para especificar las sanciones impuestas a los
funcionarios que no cumplan o incumplan las disposiciones relativas a dicha función pública. , así como todos los que los violan; Grupo reformado DOF 26-02-2013, 29/01/2016, 15/05/2019 IX. Con el fin de contribuir a la consecución de los objetivos del presente artículo, se establecerá un Sistema Nacional para la Mejora Continua de la Educación, organizado por un organismo
público descentralizado con autonomía técnica, operativa, presupuestaria, de toma de decisiones y de gestión, que tenga su personalidad jurídica y patrimonio, en lugar de uno sectorial que sea coherente con: a realizar estudios, estudios y diagnósticos especializados, formación y evaluaciones integrales del sistema educativo nacional; (b) establecer indicadores de rendimiento
para la mejora continua de la educación; (c) establecer los criterios a seguir para la evaluación de la mejora continua en los procesos educativos, cualitativos, continuos y formativos; (d) emitir directrices sobre el desarrollo de la enseñanza, el rendimiento escolar, los resultados de aprendizaje; así como la mejora escolar, la organización de la gestión escolar y la profesionalidad;
(e) proponer mecanismos de coordinación entre las autoridades educativas federales y los actores federales para satisfacer las necesidades de las personas en esta área; (f) proponer elementos para mejorar los objetivos de los planes y programas terapéuticos para la educación en la primera infancia, la educación secundaria básica y superior, así como la educación inclusiva y
de adultos, y g) desarrollar y difundir información que contribuya a la mejora continua del sistema educativo nacional. La Ley establecerá normas sobre la organización y el funcionamiento de la Agencia con el fin de la educación, que gestionará sus actividades de acuerdo con los principios de independencia, transparencia, objetividad, pertinencia, diversidad e inclusión. También
definirá los mecanismos y acciones necesarios para que pueda cooperar eficazmente y coordinarse con las instituciones educativas federales y locales para que puedan desempeñar sus respectivas funciones. La Agencia contará con un Consejo de Administración, el Consejo Técnico de Educación y el Consejo Ciudadano. El Consejo de Administración será responsable de
llevar a cabo, planificar, programar, organizativa y coordinación del organismo mencionado en el presente artículo. Se unirán cinco personas que tardarán siete años en forma dividida y serán nombradas por la Cámara de Senadores por votación de dos tercios de sus miembros. El Presidente del Consejo de Administración será nombrado por sus miembros y preside el Consejo
Técnico de Educación. El Consejo Técnico de Educación asesora al Consejo de Administración, dentro de los plazos legales, formado por siete personas, que durarán cinco años en forma distribuida. Son nombrados por la Cámara de Senadores por un voto de dos tercios de sus miembros. Su composición apuntará a la diversidad y representación de los tipos y condiciones de
la educación, así como a la igualdad de género. En ausencia de miembros, el sustituto será nombrado por el período apropiado. Las personas del Consejo de Administración y del Consejo Técnico de Educación son especialistas en investigación, política educativa, pedagogía o tienen experiencia en formación en el campo de cualquier tipo o condiciones educativas; además de
la ganancia académica académica de su especialidad y experiencia, no había ningún líder de ningún partido político o candidato que, durante cuatro años antes de su nombramiento, desempeñara funciones de elecciones generales y cumpliera con los requisitos establecidos por la ley. Pueden ser eliminados sólo por una buena razón bajo los términos del Título 4 de esta
Constitución. El órgano cubierto por este grupo contará con un Consejo de Ciudadanos De Honor compuesto por representantes de los sectores involucrados en la educación. La Ley establece las competencias, la organización y el funcionamiento de dicho Consejo y X. El Estado es responsable de la obligación de la educación superior. Las autoridades federales y locales
establecerán políticas que promuevan la inclusión, perseverancia y continuidad en términos de la ley. También proporcionarán acceso a este tipo de educación para aquellos que cumplan con las necesidades de los organismos públicos. Artículo renovado DOF 13-12-1934, 30-12-1946, 09-06-1980, 28-01-1992, 05-03-1993 Regreso a Volver al índice del artículo 4.- Las mujeres y
los hombres son iguales ante la ley. Esto protege la organización y el desarrollo de la familia. Toda persona tiene derecho a decidir libre, responsable e informalmente sobre el número y el espaciado de sus hijos. Toda persona tiene derecho a alimentos nutritivos, suficientes y de calidad. El Estado lo garantizará. Toda persona tiene derecho a la atención médica. La Ley define
los fundamentos y condiciones de acceso a la atención de salud y establece el estado de solapamiento entre la Federación y las entidades federales en el ámbito general de la salud, según lo dispuesto en la Parte XVI del Artículo 73 de esta Constitución. Toda persona tiene derecho a un entorno saludable para su desarrollo y bienestar. El Estado velará por que se respete este
derecho. Los daños y deterioros ambientales asumirán la responsabilidad de todos aquellos que lo causen en virtud de las disposiciones de la ley. Toda persona tiene derecho a recibir, disponer y saneamiento de agua para consumo personal y doméstico de una manera suficiente, saludable, aceptable y asequible. El Estado garantizará este derecho, y la ley definirá los motivos
para el acceso y uso justos y sostenibles de los recursos hídricos, el apoyo y las condiciones para determinar la participación de la Federación, las entidades federales y los municipios, así como la participación de los ciudadanos en la consecución de estos objetivos. Cada familia tiene el derecho de disfrutar de una vivienda decente y decente. La ley establece las medidas y el
apoyo necesarios para alcanzar este objetivo. Toda persona tiene derecho a la identidad y debe registrarse inmediatamente al nacer. El Estado velará por que se respeten estos derechos. La autoridad competente expedirá gratuitamente la primera copia certificada del certificado de nacimiento. Todas las decisiones y acciones del Estado garantizarán y respetarán el principio de
los intereses de los niños, garantizando plenamente sus derechos. Los niños tienen derecho a satisfacer sus necesidades de alimentación, atención médica, educación y descanso saludable para su desarrollo inseparable. Este principio debe guiar el diseño, la implementación, el seguimiento y la evaluación de las políticas públicas para los niños. Los ascendentes, guardianes y
custodios deben preservar e implementar estos derechos y principios. El Estado permite a las personas ayudar a implementar los derechos del niño. Toda persona tiene derecho a utilizar la cultura y a utilizar los bienes y servicios proporcionados por el Estado en esta área, así como a ejercer sus derechos culturales. El Estado promoverá medidas para la difusión y el desarrollo
de la cultura, teniendo en cuenta sus manifestaciones y expresiones con pleno respeto a la libertad creativa. La ley establecerá mecanismos de acceso y participación en cualquier manifestación cultural. Toda persona tiene derecho a la cultura corporal y a la práctica deportiva. El Estado es responsable de su promoción, promoción y promoción de acuerdo con las leyes en esta
área. Artículo reformado DOF 31-12-1974 Volver a casa Volver al índice Artículo 5o. A ninguna persona se le puede impedir ejercer una profesión, industria, comercio o trabajo que sea lícito. El ejercicio de esta libertad sólo puede apreciarse mediante una resolución judicial en el caso de un ataque a los derechos de terceros o por una decisión gubernamental dictada por las
condiciones establecidas por la ley en el marco de una vulneración de los derechos de la sociedad. Nadie puede ser quitado de su producto de trabajo, sino por juicio. La ley determinará las condiciones para cada entidad federal cuyas profesiones tienen que nombrar sus ejercicios, las condiciones que deben cumplirse para obtenerlo y las autoridades lo emiten. Nadie podrá
estar obligado a realizar un trabajo personal sin una remuneración adecuada y sin su pleno consentimiento, salvo el trabajo prescrito como sanción por una autoridad judicial de conformidad con el artículo 123, letras I) y II). Por lo que se refiere a los servicios públicos, sólo podrán ser vinculantes en las condiciones establecidas por las leyes pertinentes relativas a las armas y los
jurados, así como únicamente para la aplicación directa o indirecta de las tasas municipales y generales de las elecciones. Las funciones electorales y censales son obligatorias y gratuitas, pero estas condiciones de la Constitución y las leyes pertinentes son remuneradas por funciones profesionales. Los servicios profesionales de carácter social serán obligatorios y serán
remunerados en los términos de la ley y con las excepciones especificadas por ella. El Estado no podrá autorizar la celebración de ningún contrato, convenio o acuerdo relativo a la perturbación, pérdida o sacrificio irrevocable de una persona por ningún motivo. Tampoco puede aceptarse que una persona pueda morir por su registro o deportación, o cuando se niegue temporal o
permanentemente a trabajar en una profesión, industria o oficio en particular. El contrato de trabajo exige que el servicio acordado se preste únicamente mientras se establezca la ley, que no podrá exceder de un año en detrimento del trabajador y que en ningún caso podrá aplicarse a la denegación, pérdida o violación de los derechos políticos o civiles. La falta de contrato
relativo al trabajador sólo obliga al trabajador a asumir la responsabilidad civil adecuada, en cualquier caso, sin poder cometer coacción contra él. Artículo renovado DOF 31-12-1974 Volver a casa Volver al índice Artículo 6o. La manifestación de ideas puede no ser objeto de inquisición judicial o administrativa, pero si ataca la moralidad, la vida privada o los derechos de terceros,
causa un delito o altera el orden público; el derecho de respuesta se ejercerá en las condiciones previstas por la ley. El Derecho a la información está garantizado por el Estado. Toda persona tiene derecho a acceder libremente a información plural y oportuna, así como a buscar, recibir y difundir todo tipo de información e ideas por cualquier medio de expresión. El Estado
garantiza el derecho de acceso a las tecnologías de la información y la comunicación, así como a los servicios de radiodifusión y telecomunicaciones, incluida la banda ancha y Internet. A tal fin, el Estado establecerá las condiciones para una competencia efectiva en la prestación de dichos servicios. El presente artículo cumplirá los siguientes requisitos: A. Para ejercer el
derecho de acceso, la Federación y las entidades federales seguirán, dentro de los límites de sus respectivas competencias, los siguientes principios y motivos: I. Toda la información en poder del órgano ejecutivo, entidad, órgano y órgano en los órganos ejecutivos, legislativos y judiciales, organismos autónomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos, así como de
cualquier persona física. , un sindicato moral o sindical que reciba y utilice recursos públicos o actos de gobierno a nivel federal, estatal y municipal es público y sólo puede reservarse temporalmente por razones de interés público y seguridad nacional de conformidad con el procedimiento establecido por la ley. El principio de máxima publicidad debe respetarse en la
interpretación de este derecho. Las personas obligadas documentarán todos los actos relacionados con el ejercicio de sus competencias, competencias o funciones, y la ley establece casos específicos en los que continúe la publicación de información no ignicionada. II. La información sobre la vida privada y los datos personales estará protegida en condiciones legales y con
excepciones. III. Toda persona tendrá libre acceso o rectificación de información pública, datos personales sin ninguna evidencia o justificación para su uso. IV. Se establecerán mecanismos para los procedimientos de acceso a la información y revisión aceleradas que se establecerán en los organismos autónomos especializados e imparciales establecidos por la presente
Constitución. V. Las entidades obligatorias conservarán sus documentos en los archivos administrativos actualizados y publicarán, por medios electrónicos, información completa y actualizada recursos e indicadores públicos para tener en cuenta el logro de sus objetivos y los resultados obtenidos. VI. Las leyes determinarán cómo las personas obligadas informan públicamente a
las personas físicas o morales de los recursos públicos que proporcionen. VII. El incumplimiento de las disposiciones sobre el acceso a la información pública será punible en las condiciones previstas por la ley. VIII. La Federación dispondrá de un organismo independiente, especializado, imparcial, colegiado, personalidad jurídica y patrimonial, plena autonomía técnica, gestión,
capacidad de decisión para la ejecución de su presupuesto y establecerá su propia organización interna responsable de la protección del derecho de acceso a la información pública y a los datos personales en poder de entidades vinculadas por la ley. El Organismo Autónomo previsto en el presente apartado estará sujeto a la Ley de protección de la transparencia y el acceso a
la información pública y a los datos personales en poder de las entidades obligadas de conformidad con el Derecho general adoptado por el Congreso de la Unión con el fin de establecer la base, los principios y procedimientos generales para el ejercicio de dicho derecho. Su funcionamiento estará sujeto a los principios de certidumbre, legalidad, independencia, imparcialidad,
eficacia, objetividad, profesionalidad, transparencia y máxima publicidad. El órgano del garante estará facultado para tratar asuntos relacionados con el acceso a la información pública y a cualquier institución, entidad, organismo u organismo que forme parte de cualquier autoridad legislativa, ejecutiva y judicial, organismos autónomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos
públicos, así como cualquier persona física, moral o sindical que reciba y utilice recursos públicos o actos de gobierno a nivel federal , la protección de datos personales; con la excepción de los asuntos de jurisdicción que estén de acuerdo con la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en cuyo caso decidirá sobre un comité compuesto por tres ministros. También debe tener
conocimiento de los recursos interpuestos por los particulares en relación con las decisiones de las instituciones autónomas especializadas de las entidades alimentados, que establecen la reserva, la confidencialidad, el no establecimiento o la denegación de información de conformidad con el procedimiento establecido por la ley. La Autoridad Garante Federal podrá, a petición
de la autoridad del garante equivalente de las entidades federales, ser consciente, a petición de los recursos de revisión, que, en interés e importancia de sus intereses e significados, lo justifiquen. La ley proporcionará información que se considere reservada o confidencial. Las decisiones del garante son vinculantes, personas obligadas. El asesor jurídico del Gobierno podrá
solicitar el examen a la Corte Suprema de la Nación de conformidad con el procedimiento establecido por la ley, sólo si tales decisiones pueden poner en peligro la seguridad nacional en virtud de la ley del caso. El órgano del garante estará compuesto por siete miembros de la Comisión. La Cámara de Senadores, después de una amplia consulta pública, a propuesta de los
grupos parlamentarios, por un voto de dos tercios de un miembro presente, nombra a un Comisario después del proceso establecido en la ley, que llena la vacante. El Presidente de la República podrá oponerse al nombramiento en un plazo de diez días hábiles. Si el Presidente de la República no se opone al nombramiento durante ese período, la persona designada por el
Senado de la República actuará como miembro de la Comisión. Si el Presidente de la República se opone a la nominación, la Cámara de Senadores nombrará una nueva propuesta como se especifica en el párrafo anterior, pero por votación de tres quintas partes de los miembros presentes. Si se opone a este segundo nombramiento, la Cámara de Senadores, asumiendo las
disposiciones del párrafo anterior, nombrará a un Comisionado por votación de tres quintas partes de los miembros presentes, que cubrirán la vacante. Los miembros de la Comisión han ocupado su cargo durante siete años y cumplirán los requisitos establecidos en las secciones I, II, IV, V y VI del artículo 95 de la presente Constitución, no podrán tener ningún otro trabajo,
deber o comisión que no sea el que se dedenta en los establecimientos educativos, científicos o caritativos, sólo podrán ser retirados del cargo en las condiciones del título cuatro de la presente Constitución y estarán sujetos a una decisión política. La igualdad de género se logrará formando un organismo garante. La presidencia del Comisario 22 será nombrada por votación
secreta por los propios miembros de la Comisión por un período de tres años con la posibilidad de ser reelegido por un período igual; deberá presentarse anualmente al Senado en la fecha y las condiciones establecidas por la ley. El órgano garante tiene un consejo consultivo de diez directores, que es elegido por un voto de dos tercios de los actuales miembros de la Cámara
de Senadores. La ley establece los procedimientos que deben seguirse cuando el parlamento presente propuestas. Dos miembros superiores de la Junta serán reemplazados anualmente a menos que sean propuestos y ratificados para un segundo mandato. La ley establece medidas de fortalecimiento que pueden ser impuestas por la autoridad del garante para garantizar el
cumplimiento de sus decisiones. Cualquier autoridad pública y miembro del personal estará obligado a el órgano del garante y sus miembros con el fin de permitirles desempeñar adecuadamente sus deberes. Con el fin de fortalecer la rendición de cuentas del Estado mexicano, la Agencia Garante coordinará sus acciones con la auditoría superior de la Federación, la entidad
ampliando los archivos y el organismo responsable de regular la recopilación, procesamiento y publicación de información estadística y geográfica, así como con las agencias garantes de entidades federales. B. Sobre la radiodifusión y las telecomunicaciones: I. El Estado garantizará la integración de la población en la sociedad de la información y el conocimiento, aplicará una
política de inclusión digital universal con objetivos anuales y semestrales. II. Las telecomunicaciones son servicios públicos de interés general y, por lo tanto, el Estado velará por que se presten en condiciones de competencia, calidad, pluralismo, cobertura universal, interconexión, convergencia, continuidad, libre acceso y sin interferencias arbitrarias. III. La radiodifusión es un
servicio público de interés general y el Estado velará por que se preste en términos de competencia y calidad y que esas poblaciones se beneficien culturalmente de esas vidas de la misma manera, preservando la diversidad y la equidad de la información, así como promoviendo los valores de la identidad nacional, contribuyendo al logro de los objetivos establecidos en el
artículo 3o. IV. Queda prohibida la transmisión de publicidad o propaganda en forma de información periodística o de noticias; establecer las condiciones que rigen el contenido de los servicios transmitidos públicamente y la celebración de contratos, incluidos los relativos a la responsabilidad de los comerciantes por la información transmitida por terceros, sin perjuicio de la
libertad de expresión y difusión. V. La Ley establece un organismo público descentralizado con autonomía técnica, operativa, de toma de decisiones y de gestión para proporcionar un servicio de radiodifusión sin fines de lucro con el fin de garantizar el acceso a los contenidos que promuevan la integración nacional, la educación, la cultura y la formación cívica, tantas personas
como sea posible en cada organismo federal. , la igualdad entre mujeres y hombres, la difusión de información imparcial, objetiva, oportuna y correcta sobre el desarrollo nacional e internacional y la provisión de espacio para la producción independiente, así como la expresión de la diversidad y el pluralismo de ideas y opiniones que fortalezcan la sociedad democrática. El
organismo público contará con un Consejo Ciudadano para garantizar su independencia y su política editorial imparcial y objetiva. Consistirá en nueve consejeros honoríficos que serán elegidos en una consulta pública integral, dos tercios de los actuales miembros de la Cámara de Senadores o, en su descanso, el Comité Permanente. Los directores ejecutarán su comisión en
forma distribuida, por lo que los dos puestos más antiguos serán reemplazados cada año, a menos que sean ratificados por el Senado para un segundo mandato. A propuesta del Ejecutivo Federal, se nombrará al presidente de un organismo público, que será votado por dos tercios de los actuales miembros de la Cámara de Senadores o durante las pausas del comité
permanente; durará en su comisión por cinco años, podrá ser nombrado para un nuevo mandato una vez y sólo podrá ser removido por el Senado por la misma mayoría. El Presidente de la Agencia informará anualmente a los órganos ejecutivos y legislativos de la Unión; a tal fin, se presentará a la Cámara del Congreso en las condiciones establecidas por la ley. VI. La Ley
establece los derechos de los usuarios de telecomunicaciones, las audiencias y los mecanismos para su protección. Artículo reformado DOF 06-12-1977 Volver a casa Volver al índice Artículo 7o. La libertad de difundir opiniones, información e ideas por cualquier medio es inviolable. Este derecho no puede verse restringido por medidas o medidas indirectas, como el uso
indebido de medidas de control oficiales o específicas, papel periodístico, radiofrecuencias o equipos utilizados para la difusión de información, u otros medios de información y comunicación y tecnología destinados a impedir la transmisión y difusión de ideas y opiniones. Ninguna ley o facultad podrá expresar desconfianza previa ni tener en cuenta la libertad de distribución que
no tenga límites distintos de los previstos en el artículo 6, párrafo primero, de la presente Constitución. Los bienes utilizados para difundir información, opiniones e ideas no pueden en ningún caso ser secuestrados como un medio de delincuencia. Artículo reformado DOF 11-06-2013 Regreso a casa Regreso al índice 8o Artículo. Los funcionarios y los funcionarios respetarán el
ejercicio del derecho de petición si se formulan por escrito de manera pacífica y respetuosa; sin embargo, sólo los ciudadanos de la República podrán ejercer este derecho sobre cuestiones políticas. El consentimiento por escrito de la autoridad a la que se dirigió estará sujeto a cualquier solicitud que esté obligada a informar al solicitante en breve. Artículo original DOF 05-02-
1917 Volver a casa Volver al índice Artículo 9o. El derecho a asociarse o reunirse pacíficamente con cualquier objeto legítimo no puede ser sembrado; sin embargo, sólo los ciudadanos de la República podrán participar en los asuntos políticos del país. No hay reunión armada, usted tiene derecho a No se considerará ilegal y una asamblea o asamblea destinada a presentar una
solicitud u oposición a cualquier acto no podrá ser rescindida por la institución si no es ofensivo o la violencia o las amenazas se utilizan para intimidar o forzar su resolución en el sentido deseado. Artículo original DOF 05-02-1917 Volver a casa Volver al índice Artículo 10. Los residentes de los Estados Unidos de México tienen derecho a poseer armas en casa, por su seguridad
y autodefensa, excepto las prohibidas por la ley federal, y las destinadas exclusivamente a las fuerzas armadas permanentes y las instalaciones de reserva. La ley federal determinará los casos, condiciones, requisitos y lugares donde los residentes pueden llevar armas. Artículo reformado DOF 22-10-1971, 26-03-2019 Volver a casa Artículo 11 del índice. Toda persona tiene
derecho a entrar en la República, a abandonar la República, a recorrer su territorio y a abandonar el lugar de residencia, sin una carta de seguridad, pasaporte, conducta segura u otros requisitos similares. El ejercicio de este derecho estará sujeto a las facultades de la autoridad judicial en casos penales o civiles y a las facultades de la autoridad administrativa en lo que respecta
a las restricciones establecidas en la ley de emigración, inmigración y salud general de la República o a los extranjeros nocivos que residan en el país. Toda persona tiene derecho a solicitar y recibir asilo. Se reconoce el estatuto de refugiado y se concede asilo político en virtud de tratados internacionales. La ley regulará su origen y excepciones. Artículo reformado DOF 10-06-
2011 Volver a casa Volver al índice Artículo 12. A los Estados Unidos de México no se les otorgarán títulos de nobleza, prerrogativas y elogios hereditarios, ni habrá ningún impacto en los títulos otorgados por ningún otro país. Artículo original DOF 05-02-1917 Volver a casa Volver al índice Artículo 13. Nadie puede ser juzgado bajo leyes privadas o tribunales especiales.



Ninguna persona o corporación puede tener ningún foro, ni disfrutar de más emolumentos que aquellos que son compensación por los servicios públicos y están previstos por la ley. El ejército sigue a cargo de crímenes y delitos menores contra la disciplina militar; sin embargo, los tribunales militares no pueden de ninguna manera y sin ninguna razón extender su jurisdicción a
personal no militar. Cuando una persona en un país se complica en caso de un crimen o falta de una orden militar, conoce el caso como una institución civil apropiada. Artículo original DOF 05-02-1917 Volver a casa Volver al índice Artículo 14. Ninguna ley puede aplicarse retroactivamente en detrimento de ninguna persona. Nadie puede ser quitado de o sus bienes, bienes o
derechos, pero están pendientes los procedimientos, seguidos de tribunales previamente establecidos que cumplan con las formalidades esenciales del procedimiento y de conformidad con las leyes preexistentes. Está prohibido en los tribunales penales imponer una simple analogía e incluso por la mayoría de las razones cualquier castigo que no sea declarado por ley
precisamente aplicable a una infracción penal particular. En los asuntos de procedimiento civil, la sentencia definitiva debe estar en consonancia con el escrito o la interpretación jurídica de la ley y, en su defecto, basada en los principios generales del Derecho. Volver para empezar de nuevo al índice artículo 15. Los tratados no están permitidos ni para la extradición de presos
políticos ni para la condición de esclavos a los criminales de orden común que han estado en el país cometiendo el delito; Convenios o tratados que modifican los derechos humanos reconocidos por esta Constitución y en los tratados internacionales de los que es parte el Estado de México. Artículo reformado DOF 10-06-2011 Volver a casa Volver al índice Artículo 16. Nadie
será perturbado en su persona, familia, hogar, documentos o bienes, sino de acuerdo con una orden escrita de la autoridad competente, que derrite y motive la causa jurídica del procedimiento. En las sentencias y procedimientos pendientes en los procedimientos que normalmente se dicten en la lengua oral, bastará con que se registren por cualquier medio que proporcione
certeza sobre su contenido y el cumplimiento de las disposiciones del presente apartado. Toda persona tiene derecho a la protección, acceso, rectificación y revocación de sus datos personales, así como a formular una objeción de conformidad con el procedimiento establecido por la ley, que determinará los casos de excepciones a los principios que rigen el tratamiento de datos
por motivos de seguridad nacional, disposiciones de política pública, seguridad pública y salud pública o para proteger los derechos de terceros. Una orden de detención no puede ser puesta en libertad por una autoridad judicial, sino al no presentar una queja o reclamación por el hecho de que la ley se refiere a un delito castigado con prisión y que prevé datos que demuestren
que se ha cometido esta circunstancia y que existe la probabilidad de que la indicación la haya cometido o haya participado en su agregación. La institución que ejecute la orden de detención dará al acusado la oportunidad de dimitir sin ninguna renuncia y con la más estricta responsabilidad. Lo anterior será castigado con el derecho penal. Cualquier persona puede detener a
una persona sin marcar en el momento del delito o inmediatamente después de su muerte, de modo que esté inmediatamente a disposición de la autoridad civil más cercana; fiscalía. Habrá una entrada inmediata de detención. Sólo en los casos urgentes en los que este delito se clasifique de conformidad con la ley y exista el riesgo adecuado de que el indiciado pueda ser
retirado del acto de justicia, siempre que no pueda ser llevado ante una autoridad judicial debido a la hora, lugar o circunstancias que el Ministerio Público pueda ordenar su detención bajo su propia responsabilidad. aportando y expresando pruebas que demuestren su conducta. En casos de urgencia o de paso, el juez detenido ratificará inmediatamente la libertad de detención o
decreto con las reservas de la ley. La autoridad judicial podrá, a petición del Ministerio Público y en el caso de la delincuencia organizada, decidir sobre el arraigamiento de una persona en las condiciones locales y tempolicas especificadas en la Ley, hasta un máximo de cuarenta días, si ello es necesario para el éxito de la investigación, la protección de las personas o los bienes
jurídicos, o cuando exista un riesgo bien establecido de que el acusado sea expulsado de los actos de justicia. Este plazo podrá prorrogarse si el Ministerio Fiscal demuestra que siguen existiendo las razones de su prórroga. En cualquier caso, la duración total del enraizamiento no podrá exceder de ochenta días. La delincuencia organizada significa la organización de los hechos
de tres o más personas, para cometer delitos de forma continua o repetida de conformidad con la legislación de este asunto. El Ministerio Público no podrá mantener el organismo durante más de cuarenta y ocho horas durante las cuales la autoridad judicial deberá ordenar o presentar su libertad. este período podrá duplicarse en los casos contemplados por la ley como delitos
organizados. Cualquier abuso de lo anterior será castigado por la ley penal. Toda orden de registro, que sólo podrá ser expedida por una autoridad judicial a petición del Ministerio Público, será el lugar, la persona o las personas a tener en cuenta y los elementos que deban ser objeto de una acción indirecta, cuando se expida, en presencia de dos testigos propuestos por el
residente del lugar desde el que se realizó el sabor, o donde no participe o se niegue a aceptarlo. , un cuerpo practicando el escenario. Las comunicaciones privadas son inviolables. La ley sancionará cualquier acto que sea atacado y privado de libertad, a menos que sea concedido voluntariamente por una de las personas involucradas. El juez evaluará su alcance si contiene
información relativa a la comisión del delito. Las notificaciones no prejuzgarán en modo alguno la obligación de confidencialidad impuesta por Sólo una autoridad judicial federal, una autoridad federal que autorice la ley o el propietario de la fiscalía de la entidad federal pertinente podrán autorizar la intervención de cualquier comunicación privada. A tal fin, la autoridad competente
determinará y indicará las razones jurídicas de la solicitud, indicando además el tipo de intervención, su objeto y duración. Una autoridad judicial federal no podrá conceder tales permisos en caso de elecciones, asuntos fiscales, comerciales, civiles, laborales o administrativos, o en caso de comunicación de un detenido con su protector. El sistema judicial incluirá jueces de
supervisión que resolverán las solicitudes de medidas cautelares de inmediato y por cualquier medio, disposiciones cautelares y métodos de investigación de la institución que requieran una revisión judicial que garantice los derechos de los acusados y víctimas u ofendidos. Será fiable un registro fiable de la comunicación entre todos los jueces y el Ministerio Fiscal y otras
autoridades competentes. Las intervenciones autorizadas deben cumplir con los requisitos y restricciones previstos por la ley. Los resultados de las intervenciones que no las cumplan no tendrán ningún valor probatorio. La autoridad administrativa sólo puede visitar la casa para garantizar el cumplimiento de las normas sanitarias y policiales; y exigir la presentación de los libros y
documentos necesarios para verificar que se han cumplido las disposiciones fiscales, a la luz de estos casos, las leyes pertinentes y las formalidades establecidas para dichas categorías. La correspondencia con la cobertura que circula a través de los proyectos de ley será sin todos los registros, y su violación será castigada por la ley. En tiempos de paz, ningún miembro del
ejército puede quedarse en casa, especialmente antes que el propietario, y ningún beneficio. Durante la guerra, el ejército puede reclamar alojamiento, equipaje, alimentos y otros beneficios en las condiciones establecidas en la ley marcial pertinente. Artículo reformado DOF 03-02-1983, 03-09-1993, 03-07-1996, 08-03-1999, 18-06-2008 Volver para iniciar el artículo 17 del
índice. Ninguna persona puede hacer justicia o violencia por su cuenta para ejercer su derecho. Toda persona tiene derecho a ser jueza en los tribunales, que agilizará su ejecución dentro de los plazos y plazos establecidos por la ley, en la toma de decisiones rápida, completa e imparcial. Sus servicios serán gratuitos, por lo que los costes judiciales están asegurados. Siempre
que esto no afecte a la igualdad entre las partes, el debido proceso u otros derechos en los procedimientos o procedimientos judiciales, para apoyar una solución al conflicto sobre las formalizaciones procesales. El Congreso de la Unión adoptará leyes que regulen la acción colectiva. Dichas leyes establecen cuestiones de aplicación, procedimientos judiciales y mecanismos de
recurso. Los jueces federales sólo conocerán estos procedimientos y mecanismos. La ley prevé mecanismos alternativos de solución de controversias. En materia penal, regulan su aplicación, garantizan la reparación y determinan los casos en los que se requiere supervisión judicial. Las decisiones de poner fin a la fase oral se explicarán en audiencia pública después de que las
partes hayan sido citadas. Las leyes federales y locales establecen las medidas necesarias para garantizar la independencia del poder judicial y la plena aplicación de sus decisiones. La Federación y las entidades federales proporcionarán un servicio de defensa pública de alta calidad para la población y garantizarán que los defensores proporcionen servicios profesionales de
carrera. La percepción de los defensores no debe ser menor que la percepción de los fiscales. Nadie puede ser encarcelado por deudas de naturaleza puramente civil. Artículo reformado DOF 17-03-1987, 18-06-2008, 29-07-2010 Regreso a iniciar el Artículo 18 del índice. Sólo una sentencia privativa de libertad estará sujeta a prisión preventiva. El territorio de este territorio
debe ser diferente del lugar designado para poner fin a las sanciones y debe estar completamente separado. El sistema penitenciario se organizará sobre la base del respeto de los derechos humanos, el trabajo, la formación en materia de derechos humanos, educación, salud y deporte como medio para reintegrar el castigo en la sociedad, y en un esfuerzo por no profundizar,
teniendo en cuenta las ventajas de la ley. Las mujeres comprimirán sus oraciones en lugares separados de los hombres para este propósito. La Federación y las entidades federales pueden celebrar acuerdos para garantizar que las penas por delitos de su competencia pongan fin a las condenas en las prisiones de varias jurisdicciones. La Federación y las entidades federales,
dentro de sus respectivas competencias, establecen un sistema integral de justicia adolescente que se aplica a quienes asignan una comisión o participación al hecho de que la ley es un delito y está entre la edad de doce y menos de dieciocho años. Este sistema garantizará a todos los derechos humanos reconocidos por la Constitución, así como a los derechos específicos
reconocidos por ellos como personas en desarrollo Las personas menores de 12 años que se clasifiquen como que han cometido o participado en una ley que un delito es un delito pueden estar sujetas únicamente a asistencia social. El funcionamiento del sistema debe ser llevado a cabo por instituciones, tribunales e instituciones especializadas en la compra y aplicación de la
justicia de los adolescentes. Dada la plena protección e intereses del adolescente, pueden aplicarse medidas de orientación, protección y tratamiento, que son necesarias en cada caso. Cuando proceda, este sistema debe respetar las formas alternativas de justicia. Los procedimientos de justicia juvenil son una acusación y una contraer una oración que respeta la garantía del
debido proceso, así como la independencia de las autoridades y organismos que prevén el recurso. Deben ser proporcionales al hecho realizado y su finalidad es la reintegración del adolescente y la reinserción social y familiar, así como el pleno desarrollo de su persona y capacidades. La detención se utiliza sólo como último recurso y por el menor tiempo adecuado y sólo se
puede aplicar a adolescentes mayores de 14 años, reservando un delito o participando en un hecho especificado en la ley. Las penas de nacionalidad mexicana que constituyan penas en países extranjeros pueden ser cedidas a la República con el propósito de llevar a cabo la sentencia sobre la base de los regímenes de reinserción social previstos en el presente artículo, y las
sanciones de nacionalidad extranjera por delitos bajo jurisdicción federal o general pueden ser transferidas a su país de origen o residencia. , teniendo en cuenta los tratados internacionales celebrados a tal efecto. Los prisioneros sólo pueden ser transferidos con su consentimiento expreso. Las condenas en casos y condiciones impuestas por la ley pueden imponer penas en las
prisiones más cercanas a sus hogares con el fin de promover su reintegración en la comunidad como forma de reintegración social. Esta disposición no se aplicará a la delincuencia organizada ni a otros presos que necesiten medidas especiales de seguridad. Se utilizarán centros especiales para el kardom y la delincuencia organizada. Las autoridades competentes podrán
restringir los vínculos entre los acusados y los condenados por la delincuencia organizada con terceros, con excepción de la posibilidad de ponerse en contacto con sus abogados, y prever medidas específicas de vigilancia para los responsables de dichos organismos. Esto puede aplicarse a otros presos que están obligados por ley a medidas especiales de seguridad. Artículo
renovado DOF 23-02-1965, 14-08-2001, 12-12-2005, 18-06-2008 Volver a iniciar el artículo 19 del índice. La detención de una autoridad judicial no podrá exceder de setenta y dos horas después de la interpuesta del acusado en su contra y no podrá justificarse por una orden de procedimiento obligatoria que lo exprese: el delito impuesto al acusado; el lugar, el tiempo y las
circunstancias de la ejecución, así como los datos que establecen que se ha cometido un hecho, que la ley se refiere como delito y que existe la probabilidad de que los indiciados cometieron o participaron en su comisión. El Ministerio Público puede solicitar a un juez que imponga una detención por la custodia sólo si otras precauciones no son suficientes para garantizar la
comparecencia del acusado en el tribunal, para llevar a cabo una investigación, para proteger a la víctima, testigos o la comunidad, así como cuando el acusado ha sido procesado o ha sido condenado previamente por cometer intencionalmente un delito. El juez ordena la detención informal en casos de abuso sexual o violencia contra menores, crimen organizado, asesinato
intencional, asesinato, violación, secuestro, robo de una habitación, uso de programas sociales con fines electorales, corrupción en casos de enriquecimiento ilícito y abuso de funciones, robo de cualquier forma de transporte de carga. , delitos en el campo de los hidrocarburos, petróleo o petroquímicos, delitos en el campo de la desaparición y desaparición forzada, delitos
violentos como armas y explosivos, armas de fuego y explosivos, el uso exclusivo del ejército, la marina y la fuerza aérea, así como delitos graves introducidos por la ley contra la seguridad de la nación, el libre desarrollo y la salud de la personalidad. La ley establecerá los casos en que un juez pueda revocar la liberación de las personas involucradas en el procedimiento. La
orden de vinculación al procedimiento sólo podrá prorrogarse a petición del acusado en la forma especificada por la ley. La prórroga de la detención será punible en su perjuicio por el derecho penal. La autoridad responsable de la institución en la que se designa al acusado, que no reciba en el plazo establecido una orden autorizada para la conexión con una copia del
procedimiento que condujo a la detención de la medida de supervisión o a la solicitud de prórroga del plazo constitucional, señalará a la atención del tribunal el hecho de que esta persona en particular es el acto de elaboración del propio plazo y, si no recibe el expediente antes mencionado en el plazo de tres horas, lo emite efectivamente. Después de cualquier procedimiento, la
coacción se indicará por el hecho o el Proceso. Si el procedimiento no da lugar a un delito cometido, debe investigarse por separado, sin perjuicio de la decisión sobre la acumulación de la infracción si es conductiva. Si, tras la publicación de una orden relativa a un procedimiento delictiva organizada, el acusado evita actos de justicia o está a disposición de otro juez que así lo
solicite en el extranjero, el procedimiento se suspenderá junto con los plazos de prescripción del procedimiento penal. Cualquier comportamiento inapropiado en detenciones o prisiones, cualquier inconveniente implícito sin una razón legal, cualquier don o contribución en las prisiones, es un abuso que será corregido por la ley y reprimido por las autoridades. Artículo reformado
DOF 03-09-1993, 08-03-1999, 18-06-2008 Regreso para iniciar el artículo 20 del índice. Los procedimientos penales serán cargos y orales. Está sujeta a los principios de publicidad, contradicción, concentración, continuidad e inmediatez. Para. De los principios generales: I. Los procedimientos penales tratarán de aclarar los hechos, proteger a los inocentes, garantizar que el
autor no desaparezca impune y que se corrija el daño causado por el delito; II. Toda audiencia tendrá lugar en presencia de un juez, sin poder delegar en ninguna persona la exención de pruebas y su evaluación, que se llevará a cabo libre y lógicamente; III. A efectos de la presente Decisión, sólo se considerarán pruebas las que se hayan presentado en la vista. La ley prevé
excepciones y requisitos para que se permitan pruebas previas en procedimientos judiciales que, por su propia naturaleza, requieran una compensación previa; IV. El juicio tendrá lugar ante un juez que no estuviera al tanto del caso. Los argumentos y las pruebas se harán públicos, contradictorios y orales; V. La carga de la prueba de culpabilidad recae en el autor, tal como se
establece en la tasa penal. Las Partes tendrán igualdad procesal para apoyar la acusación o defensa según proceda; VI. Ningún juez podrá examinar los asuntos que sean tratados por una parte sin otra parte, siempre de conformidad con el principio de contradicción, con las excepciones previstas en la presente Constitución; VII. Tras la incoación de un procedimiento penal, si
no hay objeción al acusado, su cese podrá ser aceptado prematuramente en los casos y condiciones establecidos por la ley. Si el acusado voluntariamente y después de conocer las consecuencias del caso ante la autoridad judicial reconoce su participación en el delito y hay medios suficientes de antecedentes penales para fundamentar la denuncia, el juez convocará una
audiencia sobre la sentencia. La Ley estipulará que beneficios que pueden concederse al acusado cuando asuma su responsabilidad; VIII. El juez sólo será sentenciado si hay una condena por culpabilidad del acusado; IX. Todas las pruebas obtenidas en violación de los derechos fundamentales serán nulas y X. Los principios establecidos en el presente artículo también se
observarán en las audiencias preliminares. B. Los derechos de cada acusado: I. Presumiendo su inocencia hasta que su responsabilidad sea reconocida por la decisión del juez del caso; II. Declarar o guardar silencio. Desde el momento de su detención, será consciente de sus razones y del derecho a permanecer en silencio, lo que no puede ser en su detrimento. Está prohibido
y será castigado por el derecho penal, cualquier incomunicado, intimidación o tortura. La confesión sin la ayuda de un defensor no tiene ningún valor demostrable; III. Asoncia a los hechos en su contra y con los derechos de sus derechos, tanto durante la detención como en presencia de él en la fiscalía o en la ley. En el caso de la delincuencia organizada, la autoridad judicial
podrá permitir que el nombre y los datos del acusador se mantengan en reserva. La ley prevé prestaciones para una persona acusada, procesada o condenada que proporciona asistencia efectiva en la investigación y enjuiciamiento de la delincuencia organizada; IV. Recibirá testigos y otras pruebas relevantes que esté ofreciendo, dependiendo de la medida en que la ley
considere necesario para lograr este propósito y para ayudar a obtener la apariencia de las personas cuyas pruebas está solicitando en las condiciones especificadas por la ley; V. Usted será evaluado en un tribunal público por un juez o un tribunal. La publicidad sólo puede restringirse mediante una excepción legal, por razones de seguridad nacional, seguridad pública,
protección de las víctimas, testigos y menores cuando esté en juego la divulgación de datos legalmente protegidos o cuando el tribunal considere que existen motivos razonables para justificarlo. En el caso de la delincuencia organizada, las acciones llevadas a cabo durante la fase de investigación pueden tener valor probatorio si no pueden ser reproducidas en procedimientos
judiciales o son un peligro para testigos o víctimas. Esto se entiende sin perjuicio del derecho de los demandados a oponerse o impugnarlos y a presentar pruebas contra ellos. VI. Se le proporcionarán todos los datos que solicite para la defensa y que estén en proceso. El acusado y su abogado tendrán acceso a los registros de la investigación cuando la primera persona sea
arrestada y cuando tenga la intención de recibir una declaración o interrogarlo. Además, antes de su primera comparecencia ante el juez, usted será capaz de familiarizarse con estos registros, con la oportunidad adecuada para preparar una defensa. A partir de este momento, no podrán acciones de investigación, salvo en casos excepcionales expresamente especificados en la
Ley, cuando ello sea necesario para garantizar el éxito de la investigación y siempre que se divulguen oportunamente, a fin de no afectar al derecho de defensa; VII. Será juzgado por un máximo de cuatro meses por delitos castigados con una pena máxima no superior a dos años de prisión y de hasta un año si la pena supera ese plazo, a menos que solicite un período más largo
de su defensa; VIII. Usted tiene derecho a una defensa adecuada de un abogado, que elegirá libremente incluso desde el momento de la detención. Si usted no quiere o no puede nombrar a un abogado, el juez lo nombrará como defensor público después de lo requerido. También tendrá derecho a que su abogado comparezca en todos los procedimientos, y el Defensor del
Pueblo debe hacerlo tantas veces como sea necesario y IX. En ningún caso podrá ser encarcelado o detención, el impago de honorarios de abogados o cualquier otra parte del dinero podrá extenderse por responsabilidad civil o cualquier otra razón similar. La prisión preventiva no podrá exceder del plazo máximo prescrito por la ley para el delito que motiva el procedimiento y no
podrá exceder en ningún caso de dos años, a menos que su prórroga se base en el derecho de defensa del demandado. Si no se cumple este plazo, el acusado será puesto en libertad inmediatamente mientras el procedimiento esté en curso sin necesidad de más precauciones. Toda pena privativa de libertad impuesta a la pena se refiere al momento de la detención. C. Los
derechos de la víctima o del delincuente: I. Obtener asesoramiento legal; ser informado de los derechos de su prestación en virtud de la Constitución y, a petición suya, ser informado de la evolución de los procedimientos penales; II. asistir al Ministerio Público; obtener todos los datos o pruebas que tenga, tanto durante la investigación como durante el procedimiento, con el fin
de tener los procedimientos adecuados para intervenir en el procedimiento y presentar recursos en las condiciones legales. Si el Ministerio Público considera que no es necesario la desestimación de la diligencia, establecerá y motivará su denegación; III. Recibir asistencia médica y psicológica urgente de la delincuencia; IV. Se ha reparado el daño. En algunos casos, el
Ministerio Público debe solicitar una indemnización sin perjuicio de si la víctima o la persona ofendida pueden solicitarla directamente, y el tribunal no puede absolver al condenado por tales daños si se le ha condenado. La ley establece procedimientos móviles para la ejecución de resoluciones judiciales por daños y perjuicios; V. Proteja su datos personales en los siguientes
casos: cuando son menores de edad; violación, trata de seres humanos, secuestros o delitos contra la delincuencia organizada; y cuando, en opinión del juez, sea necesario protegerlo, en cualquier caso, protegiendo el derecho de defensa. Parte reformada del DOF 14-07-2011 El Ministerio Público garantiza la protección de las víctimas, las personas ofendidas, los testigos y, en
general, todos los actores involucrados en este proceso. Los jueces supervisarán el correcto cumplimiento de esta obligación; VI. Solicitar las precauciones y regulaciones necesarias para proteger y restaurar sus derechos y VII. Cuestionar la inacción del Ministerio Público en la investigación de delitos penales, así como las decisiones sobre la reserva, la omisión, la terminación
de los procedimientos penales o la suspensión de los procedimientos en los que no se haya llevado a cabo una indemnización. Volver a empezar a indexar el artículo 21. La fiscalía y la policía son responsables de investigar los delitos, que actuarán bajo la dirección y dirección del fiscal en el desempeño de esta función. El Ministerio Público es responsable de los procedimientos
penales ante los tribunales. La ley establece los casos en que los individuos pueden iniciar procedimientos penales ante una institución judicial. La imposición, modificación y duración de las sanciones será específica y excepcional para la autoridad judicial. La autoridad administrativa debe imponer sanciones por violaciones de las normas gubernamentales y policiales
consistentes únicamente en multas, apego por hasta treinta y seis horas o trabajo en beneficio de la comunidad; sin embargo, si el infractor no paga la multa que se le impuso, será canjeado por el arresto apropiado, que en ningún caso podrá exceder de treinta y seis horas. Si un violador del gobierno y la policía es un trabajador diurno, empleado o empleado, no puede ser
castigado con una multa superior a su salario diario o diario. En el caso de los no empleados, la multa impuesta por infracción de las normas y disposiciones policiales no excederá del equivalente a un día de llegada. En los casos y en las condiciones establecidas por la ley, el Ministerio Público podrá considerar los criterios de los procedimientos penales. El ejecutivo federal
puede, en cada caso con la aprobación del Senado, reconocer la jurisdicción de la Corte Penal Internacional. La seguridad pública es una función del Estado responsable de la federación, las entidades federales y los municipios cuyo objetivo es proteger la vida humana, las libertades, la integridad y el patrimonio, así como contribuir a la creación y preservación del orden público
y la paz social, de acuerdo con las disposiciones de esta Constitución y las leyes en este campo. La seguridad pública incluye la prevención, investigación y enjuiciamiento de delitos, así como la ley de sanciones penales por mala conducta administrativa de conformidad con las facultades respectivas especificadas en esta Constitución. Las acciones de las instituciones de
seguridad pública se rigen por los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalidad, equidad y respeto de los derechos humanos reconocidos en esta Constitución. Las autoridades de seguridad pública, incluida la Guardia Nacional, son de carácter civil, disciplinario y profesional. El Ministerio Público y las autoridades policiales de las tres órdenes gubernamentales
coordinarán las acciones entre sí para alcanzar los objetivos de seguridad pública y establecerán un Sistema Nacional de Seguridad Pública con los siguientes marcos mínimos: a) la regulación de la selección, entrada, formación, consulta, evaluación, reconocimiento y certificación de los miembros de las instituciones de seguridad pública. La Federación, las entidades federales
y los municipios serán responsables de la operación y desarrollo de estas acciones de acuerdo con sus respectivas facultades. (b) un sistema nacional de información de seguridad pública establecido por la Federación, entidades federales y municipios a través de unidades de seguridad pública para proporcionar información a este respecto de conformidad con la ley. El sistema
también incluirá bases de datos delictivas y de personal para las autoridades de seguridad pública. Ninguna persona puede entrar en instituciones de seguridad pública a menos que haya sido debidamente certificada y registrada en el sistema. (c) la formulación de una política pública destinada a prevenir la invasión de delitos. (d) Se establecerá la participación de una
comunidad que apoye los procesos de evaluación de las políticas de prevención del delito entre grupos y autoridades de seguridad pública. (e) Los fondos de ayuda federal para la seguridad pública a nivel nacional se proporcionarán a entidades federales y municipios, que se asignarán únicamente para estos fines. La Federación contará con una autoridad de policía civil
llamada Guardia Nacional, cuyos objetivos se mencionan en el párrafo 9 del presente artículo, coordinación y cooperación con entidades y municipios federales, así como la protección de los bienes y recursos de la nación. La ley establecerá la estructura orgánica y de gobernanza de la Guardia Nacional, que se adjuntará a la Secretaría del Sector de Seguridad Pública, que
formulará la Estrategia Nacional de Seguridad Pública, programas, políticas y acciones. La formación y las actividades de los miembros de la Guardia Nacional y otras autoridades policiales se regirán por la doctrina policial basada en el servicio a la sociedad, la disciplina, el respeto de los derechos humanos, el Estado de derecho, un liderazgo superior y lo que conduce a una
perspectiva de género. Artículo reformado DOF 03-02-1983, 31-12-1994, 03-07-1996, 20-06-2005, 18-06-2008 Volver para iniciar el artículo 22 del índice. Quedan prohibidas las penas por muerte, mutilación, tristeza, marca, palizas, palos, tortura de cualquier tipo, multas excesivas, confiscación de bienes y cualquier otra sanción inusual y trascendental. Todas las sanciones
serán proporcionadas a la infracción para la que se apliquen sanciones y al instrumento jurídico de que se trate. La aplicación de los bienes de una persona no se considerará decomiso cuando se decida sobre el pago de multas o cargos o cuando la autoridad judicial decida sobre el pago de la responsabilidad civil resultante de la notificación del delito. El decomiso tampoco se
considerará un decomiso ordenado por una autoridad judicial en caso de enriquecimiento ilícito de conformidad con el artículo 109, en favor del Estado de los bienes asegurados para los que se decomisa el bien de conformidad con las disposiciones o bienes aplicables cuya superficie haya sido declarada extinta por una resolución judicial. El Ministerio Fiscal ejercite una
demanda de terminación de la posición dominante por procedimiento judicial de naturaleza penal civil e independiente. Las autoridades competentes de varias órdenes gubernamentales le ayudarán a desempeñar esta función. La ley establece mecanismos para que las autoridades públicas administren, de interés público, los bienes sujetos al proceso de desaparición del
dominio, incluidos sus productos, cosechas, frutas y aditivos, para su eliminación, uso, uufruct, enajenación e ingresos, así como la posibilidad de definir el destino y, en su caso, su destrucción. Es adecuado para bienes de carácter legítimo que no puedan establecerse y que se refieran a investigaciones relacionadas con actos de corrupción, encubrimientos, delitos cometidos
por funcionarios, delincuencia organizada, robo de vehículos, recursos de origen ilícito, delitos de salud, secuestro, extorsión, tráfico de seres humanos y delitos en el ámbito de los hidrocarburos, petroquímicos. Se garantizará a toda persona que se considere interesada el acceso a los recursos adecuados para demostrar el origen legítimo del bien al que se aplica el
procedimiento. Artículo renovado DOF 28-12-1982, 03-07-1996, 08-03-1999, 09-12-2005, 18-06-2008 Regreso a casa Artículo 23: Reglamento No debería haber más de tres casos en los procedimientos penales. Nadie puede ser juzgado dos veces por el mismo crimen, ya sea que sea absuelta o condenado durante el juicio. La práctica de la absolución está prohibida. Artículo
original DOF 05-02-1917 Volver a casa Volver al índice Artículo 24. Toda persona tiene derecho a la libertad de creencia ética, conciencia y religión y, en su caso, a tener o aceptar el derecho del que disfruta. Esta libertad incluye el derecho a participar individual o colectivamente en ceremonias, dedicatorias o actos de la secta de que se trate, ya sea en un espacio público y
privado, siempre que no sean un delito o delito punible por la ley. Nadie puede utilizar actos públicos de expresión de esta libertad con fines políticos, proselitismo o de propaganda política. El Congreso no puede emitir leyes que establezcan o prohíban la religión. Los actos religiosos de culto público generalmente tendrán lugar en los templos. Aquellos que están
extremadamente retenidos fuera de ellos están sujetos a la ley regulatoria. Artículo reformado DOF 28-01-1992 Volver a casa Volver al índice Artículo 25. El Estado es responsable del rector del desarrollo nacional a fin de garantizar que sea coherente y sostenible, fortalecer la soberanía de la Nación y su régimen democrático, y que la libertad y dignidad de las personas pueda
disfrutarse plenamente a través de la competitividad, la promoción del crecimiento y el empleo y una distribución más justa de los ingresos y la riqueza. , grupos y clases sociales cuya protección esté protegida por esta Constitución. La competitividad se entenderá como un conjunto de condiciones necesarias para promover un mayor crecimiento, inversión y creación de empleo.
El Estado garantizará la estabilidad de las finanzas públicas y del sistema financiero a fin de ayudar a crear condiciones favorables para el crecimiento económico y el empleo. Este principio debe ser seguido por el Plan Nacional de Desarrollo y los planes estatales y municipales. El Estado planificará, ejecutará, coordinará y dirigirá actividades económicas nacionales, y llevará a
cabo actividades que requieran la regulación y promoción de las libertades otorgadas por esta Constitución en interés general. El sector público, el sector social y el sector privado participarán en el desarrollo económico nacional, asumiendo la responsabilidad social, sin comprometer otras formas de actividad económica que contribuyan al desarrollo de la Nación. El sector
público será el único responsable de las áreas estratégicas a que se refiere el artículo 28, párrafo cuarto, de la Constitución, manteniendo siempre la propiedad y el control de los organismos y empresas de producción estatales que, en determinados casos, Establecer. Al planificar y controlar el sistema eléctrico nacional, el servicio público de transmisión y distribución de
electricidad, así como la exploración y extracción de petróleo y otros hidrocarburos, la Nación llevará a cabo dichas actividades de conformidad con lo dispuesto en los párrafos sexto y séptimo del artículo 27 de la presente Constitución. En las actividades antes mencionadas, la Ley establece normas relativas a la administración, organización, operación, procedimientos de
contratación y otros actos jurídicos en poder de las empresas productivas de propiedad estatal, así como el sistema de remuneración de sus empleados, con el fin de garantizar su eficacia, eficiencia, integridad, eficiencia, transparencia y rendición de cuentas, de conformidad con las mejores prácticas, e identificar otras actividades que puedan llevar a cabo. También puede
participar de forma independiente o con los sectores social y privado por ley en la promoción y organización de áreas prioritarias de desarrollo. Los criterios de justicia social, productividad y sostenibilidad apoyarán y alentarán a las empresas de los sectores social y privado, teniendo en cuenta las condiciones dictadas por el interés público y el uso de los recursos productivos en
beneficio general, cuidando su preservación y el medio ambiente. La ley establece mecanismos para facilitar la organización y expansión de las actividades económicas en el sector social: la edación, las organizaciones de trabajadores, las cooperativas, las comunidades, las empresas que pertenecen principalmente o exclusivamente a los trabajadores, y en general todas las
formas de organizaciones sociales necesarias para la producción, distribución y consumo de bienes y servicios sociales. La ley promoverá y protegerá las actividades económicas llevadas a cabo por los particulares, así como permitirá el desarrollo del sector privado para contribuir al desarrollo de la economía nacional, promover la competitividad y aplicar políticas nacionales de
desarrollo industrial sostenible, abarcando los aspectos sectoriales y regionales establecidos en la presente Constitución. A fin de contribuir a la consecución de los objetivos establecidos en los párrafos primero, sexto y noveno del presente artículo, las autoridades de todas las órdenes gubernamentales aplicarán, dentro de los límites de su competencia, políticas públicas para
mejorar la reglamentación a fin de simplificar la legislación general, las formalidades, los servicios y otros objetivos en este ámbito. Artículo reformado DOF 03-02-1983 Volver a casa Volver al índice Artículo 26. Para. El Estado organizará un sistema de planificación democrática para el desarrollo nacional que garantizará la fuerza, el dinamismo, la competitividad, la permanencia
y la equidad para el crecimiento económico y la democratización política, social y cultural de la nación. La parte reformada del DOF 05-06-2013 Los objetivos del proyecto nacional arraigado en esta Constitución determinarán los objetivos de la planificación. La planificación será democrática y debatida. Los mecanismos legales de participación reunirán las aspiraciones y
requisitos públicos para incluirlos en el plan y los programas de desarrollo. Habrá un plan nacional de desarrollo que se aplicará a los programas de la Administración Pública Federal. La ley facultará al ejecutivo para establecer procedimientos de participación y consulta pública en el marco de la planificación democrática nacional y los criterios para el plan de desarrollo y la
formación, aplicación, control y evaluación del plan y programas de desarrollo. También identificará las instituciones responsables del proceso de planificación y la base para coordinar y alentar al ejecutivo federal en acuerdos con gobiernos federales y acordar con las personas las medidas a tomar para planificarlas e implementarlas. El plan nacional de desarrollo examinará la
necesaria continuidad y adaptación de las políticas nacionales de desarrollo industrial, teniendo en cuenta los aspectos sectoriales y regionales. La parte reformada del DOF 05-06-2013 En el Sistema de Planificación Democrática y de Deliberaciones, el Congreso de la Unión estará sujeto a intervención legal. B. El Estado contará con un sistema nacional de información
estadística y geográfica, cuyos datos se considerarán oficiales. Los datos disponibles para la Federación, las Entidades Federales de México, los municipios y las áreas de demarcación territorial serán obligatorios dentro de los plazos legales. La responsabilidad de la regulación y coordinación de dicho sistema recaerá en el organismo que tenga su autonomía técnica y de
gestión, personalidad jurídica y activos, que tenga las facultades necesarias para regular la recogida, tratamiento y publicación de la información recibida y para garantizar su cumplimiento. La Agencia dispondrá de un Consejo de Administración de cinco miembros, uno de los cuales presidirá la Agencia y el propio organismo; nombrado por el Presidente de la República, con el
acuerdo de la Cámara de Senadores o sus rupturas, el Comité Permanente del Congreso de la Unión. La ley sentará las bases para la organización y el funcionamiento del Sistema Nacional de Información Estadística y Geográfica de conformidad con los principios de disponibilidad, transparencia, objetividad e independencia de la información; requisitos que deben cumplir los
miembros de la junta, la duración de su pedido y la cantidad asombrosa. Los miembros del Consejo de Administración pueden por una buena razón y no puede tener ningún otro trabajo, deber o comisión que no sea aquellos no pagados en establecimientos educativos, científicos, culturales o caritativos; y se aplicarán las disposiciones del Título 4 de esta Constitución. La
Agencia calculará en condiciones legales, el valor de la unidad de medida y renovación que se utilizará como unidad de cuenta, índice, base, medida o referencia para determinar el monto de las obligaciones y supuestos previstos en las leyes federales, federales y federales del distrito, así como en las disposiciones legales y en cualquiera de las disposiciones mencionadas
anteriormente. Los pasivos y supuestos expresados en unidades de medida y actualizaciones se mantendrán en ciertas cantidades y se liquidarán renunciando a su equivalente en moneda nacional. A tal fin, el importe de la responsabilidad o de la presumía, expresado en dichas unidades, se multiplicará por el valor de dicha unidad por la fecha pertinente. C. El Estado contará
con una Junta Nacional de Evaluación de políticas de desarrollo social, que será un organismo autónomo con personalidad jurídica y patrimonio, responsable de la evaluación de la pobreza y la evaluación de los programas, objetivos, objetivos y acciones de política de desarrollo social, así como de formular recomendaciones en condiciones legales. , que establece las formas
de coordinación entre los organismos y las autoridades federales, locales y municipales para llevar a cabo sus funciones. La Junta Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social estará formada por un Presidente y seis directores que deberán ser ciudadanos mexicanos de reconocido prestigio en los sectores privado y social, así como en los ámbitos académico y
profesional; tiene un mínimo de diez años de experiencia en desarrollo social y no pertenece a ningún partido político o ha sido candidato para un puesto popular. Serán nombrados por un voto de dos tercios de los actuales miembros de la Cámara de Diputados de conformidad con el procedimiento establecido por la ley. El Presidente de la República podrá oponerse al
nombramiento en un plazo de diez días hábiles y, si no lo hace, el Presidente de la República será nombrado por la Cámara de Diputados. Dos miembros superiores del Consejo serán sustituidos cada cuatro años, a menos que sean propuestos y ratificados para un segundo mandato. El Presidente de la Junta Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social será
elegido de la misma manera que en el párrafo primero del párrafo 1. Durará cinco años, sólo puede ser reelegido una vez y sólo podrá ser removido de su cargo bajo los términos del Título Cuatro de esta Constitución. Presidente del Parlamento Europeo La evaluación nacional de la política de desarrollo social proporcionará un informe anual sobre el mandato del sindicato.
Aparecerá en la Cámara del Congreso en condiciones legislativas. Artículo reformado DOF 03-02-1983, 07-04-2006 Volver a casa Artículo 27 del índice. La propiedad de la tierra y las aguas dentro de los límites del territorio nacional es inicialmente responsabilidad de la Nación, que tenía y tiene el derecho de transferir su dominio a las personas que forman propiedad privada.
La expropiación sólo puede llevarse a cabo por razones de servicios públicos y compensación. La nación siempre tendrá derecho a imponer condiciones dictadas por el interés público en la propiedad privada, así como los beneficios sociales de regular el uso de elementos naturales intensivos en créditos, con el fin de distribuir de manera justa los bienes públicos, preservarlo,
lograr el desarrollo sostenible del país y mejorar las condiciones de vida de las poblaciones rurales y urbanas. En consecuencia, se adoptarán las medidas necesarias para ordenar los asentamientos de personas y establecer disposiciones adecuadas para la tierra, las aguas y los bosques, los usos, las reservas y los destinos con el fin de aplicar obras públicas y planificar y
regular los cimientos, la conservación, la mejora y el crecimiento de los centros de población. preservar y restablecer el equilibrio ecológico; fraccionamiento de latifundios; prever la organización colectiva y la explotación del Estado electrónico y de las comunidades desde el punto de vista del derecho reglamentario; desarrollo de pequeñas propiedades rurales; promover la
agricultura, la ganadería, la silvicultura y otras actividades económicas en las zonas rurales y evitar la destrucción de elementos naturales y el daño que dichos activos puedan sufrir en detrimento de la sociedad. La nación controla directamente todos los recursos naturales de la plataforma continental y los zócalos submarinos de las islas; sedimentos de minerales o materiales
de todas las venas, mibs, masas o sedimentos, cuyo aspecto difiere de los de la tierra, como los minerales de los que se extraen metales industriales y metalípidos; sedimentos preciosos, depósitos de sal de perlas y salinas, que se componen directamente de agua de mar; productos obtenidos por la desintegración de rocas que requieren operación subterránea; sedimentos de
sustancias minerales u orgánicas que pueden utilizarse como fertilizantes; combustibles minerales sólidos; aceite y todos los carburos de hidrógeno sólidos, líquidos o gaseosos; y el espacio en el territorio en la medida prevista en el derecho internacional. Las aguas marinas territoriales son propiedad de la Nación en la escala y en virtud del derecho internacional; agua de mar
interior; lagunas y hierros que se comunican regular o intermitentemente con el mar; los de lagos interiores formados naturalmente que están directamente relacionados con corrientes constantes; ríos y sus afluentes directos o indirectos desde el canal en el que comienzan las primeras aguas permanentes, intermitentes o torretas en sus desembocaduras en el mar, lagos,
lagunas o propiedad nacional; los límites de las corrientes continuas o intermitentes y sus afluentes directos o indirectos, cuando su canal sea un territorio nacional o dos entidades federales, o cuando se trasladen de una entidad federal a otra o crucen la línea divisoria de la República; lagos, lagunas o ésteres cuyos buques, distritos o bancos se crucen por líneas entre dos o
más entidades, ya sea entre la República y un país vecino, o cuando el muro bancario sea una frontera entre dos empresas federales o una República con un país vecino; manantiales que brotan en playas, zonas marinas, vías fluviales, embarcaciones o costas pertenecientes a lagos, lagunas o hierros nacionales y los extraídos de las minas; y lagos y corrientes interiores de
acuerdo con el procedimiento establecido por la ley. Las aguas de Podumio pueden ser iluminadas libremente por obras artificiales y adecuadas para el terrateniente, pero cuando el interés público u otros usos así lo requieran, el Ejecutivo Federal puede regular su extracción y uso y seguir estableciendo las áreas visitadas, así como otras aguas nacionales. Todas las demás
aguas no incluidas en la lista anterior se considerarán parte integrante de la propiedad de la tierra a la que pertenezcan o en la que estén situadas sus depósitos, pero si se encuentran en dos o más locales, el uso de estas aguas se considerará comunal y estará sujeto a las disposiciones de las entidades alimentadoras. En los dos primeros párrafos, el Área de la Nación será
inalienable e inalienable, y el uso, uso o uso de los recursos pertinentes por personas o empresas establecidas bajo la ley mexicana sólo podrán someterse a concesiones otorgadas por el gobierno federal de conformidad con las normas y condiciones establecidas por la ley. , con excepción de la radiodifusión y las telecomunicaciones proporcionadas por el Instituto Federal de
Telecomunicaciones. la explotación de minerales y materiales o las obras a que se refiere el párrafo cuarto regirán la ejecución y verificación de aquellos que hayan sido o se lleven a cabo sobre la base de su validez, con independencia de la fecha de adjudicación de las concesiones y del incumplimiento de las concesiones se cancelarán. El gobierno federal tiene el poder de
establecer y abolir las reservas nacionales. Las declaraciones apropiadas serán hechas por el Ejecutivo en los casos y en las condiciones previstas por la ley. En el caso de los minerales radiactivos, no se concedieron concesiones. Sólo la Nación debe planificar y controlar el sistema eléctrico nacional, así como el servicio público de transmisión y distribución de electricidad; no
se han concedido concesiones en esta actividad, sin perjuicio de la posibilidad de que el Estado celebre contratos con personas de conformidad con el procedimiento establecido por la ley, que determina cómo pueden participar las personas en otras actividades de la industria eléctrica. En el caso del petróleo y los hidrocarburos sólidos, líquidos o gaseosos, la propiedad de la
Nación es inalienable e inalienable y no se otorgarán concesiones. Con el fin de generar ingresos para el Estado, contribuyendo al desarrollo a largo plazo de la Nación, la Nación llevará a cabo actividades para la exploración y producción de petróleo y otros hidrocarburos, asignando los contratos de la empresa estatal de producción, de conformidad con la Ley de Regulación, o
por medio de ellos. Para cumplir el objeto de tales transferencias o contratos, las empresas de propiedad estatal pueden celebrar contratos con personas. En cualquier caso, los hidrocarburos del podumio pertenecen a la Nación y, por lo tanto, deben indicarse en pedidos o contratos. La nación también debe utilizar combustible nuclear para la producción de energía nuclear y
regular su uso para otros fines. La energía nuclear sólo puede utilizarse con fines pacíficos. La nación goza de una zona económica exclusiva fuera y adyacente al mar territorial, los derechos de soberanía y las jurisdicciones establecidas por las leyes del Congreso. La zona económica exclusiva se extenderá a doscientas millas náuticas, medidas desde la línea de base desde la
que se mide el mar territorial. Cuando dicha prórroga coincida con las zonas económicas exclusivas de otros Estados, la demarcación de las zonas de que se trate se llevará a cabo en la medida necesaria de acuerdo con dichos Estados. La capacidad de adquirir la absorción de las tierras y aguas de la Nación estará regulada por: I. Los mexicanos sólo tienen derecho a adquirir
la propiedad de la tierra, el agua y su adhesión o a recibir descuentos en el uso de minas o aguas por nacimiento o naturalización. Un Estado puede conceder el mismo derecho a los extranjeros si está de acuerdo en que el Ministerio de Relaciones debe ser considerado como ciudadanos de tales bienes y no depender de la protección de sus gobiernos con respecto a dichos
bienes; con una multa, si no se llega a un acuerdo, perder a la Nación en favor de los bienes que compraron en virtud de ella. Cien kilómetros a través de las paredes y en las playas de cincuenta, por ningún motivo los extraterrestres serán capaces de ganar el dominio directo contra la tierra y el agua. En opinión del Ministerio de Relaciones, de conformidad con los intereses
públicos nacionales y los principios de reciprocidad, el Estado podrá autorizar a los Estados extranjeros a adquirir los bienes privados necesarios para el servicio directo de sus embajadas o sus embajadas en el lugar de residencia permanente del gobierno federal. II. Las asociaciones religiosas establecidas de conformidad con el artículo 130 y su legislación reglamentaria
podrán adquirir, poseer o administrar únicamente bienes necesarios para la consecución de su objetivo, de conformidad con los requisitos y restricciones establecidos por la legislación reglamentaria; III. Las instituciones caritativas públicas o privadas que deseen ayudar a los necesitados, la investigación, la difusión de la educación, la asistencia mutua de asociados o cualquier
otro objeto legítimo no podrán adquirir más bienes inmuebles de los necesarios para su propósito, fines inmediatos o directos, sujetos a la ley reglamentaria; IV. Las sociedades comerciales que compartan acciones podrán poseer tierras rústicas, pero sólo en la medida necesaria para la aplicación de su objeto. En ningún caso las empresas de esta clase podrán tener tierras
destinadas a actividades agrícolas, ganaderas o forestales de una proporción superior a los umbrales pertinentes a que se refiere el apartado XV. Las leyes regulatorias rigen la estructura de capital de estas empresas y el número mínimo de socios, de modo que la tierra propiedad de la empresa no exceda los bajos límites de propiedad para cada socio. En este caso, cualquier
participación calificada separada correspondiente a la tierra rústica es acumulativa a efectos de cálculo. Además, la ley incluirá las condiciones para la participación extranjera en dichas empresas. La ley misma establecerá y los controles necesarios para cumplir con las disposiciones de este grupo; V. Los bancos debidamente autorizados podrán, de conformidad con la
legislación de las entidades de crédito, tener capital fiscal para los activos urbanos y rurales de conformidad con los requisitos de dichas leyes, pero no podrán poseer ni gestionar bienes inmuebles más inmuebles de los que son absolutamente necesarios para su objeto directo. VI. Las entidades federales, así como todos los municipios de la República, tienen toda la capacidad
de adquirir y poseer todos los bienes inmuebles necesarios para los servicios públicos. Las leyes de la Federación y de las entidades federales en sus respectivas jurisdicciones determinarán los casos en que la ocupación de la propiedad privada sea pública y la autoridad administrativa hará una declaración apropiada de conformidad con dichas leyes. El precio que se
determinará como compensación por el artículo expropiado se basa en el importe indicado por los servicios catastrales o ensambladores como un valor tasable, independientemente de si ese valor fue expresado por el propietario o simplemente aceptado legalmente por el propietario para el pago de sus contribuciones. El exceso de valor o fraude que un activo en particular ha
tenido como resultado de mejoras o menoscabos que se produzcan después de la fecha de distribución del valor fiscal será el único asunto para el que se inicien procedimientos periciales y una decisión judicial. Lo mismo se observará en el caso de los artículos cuyo valor no sea determinado por las entidades de alquiler. Las acciones de la Nación entrarán en vigor por
procedimiento judicial de conformidad con las disposiciones del presente artículo; sin embargo, en estos casos y por órdenes de los tribunales interesados, que se ejecutarán en el plazo de un mes a más tardar, las autoridades administrativas adoptarán, por supuesto, el uso, la administración, la subasta o la venta de los terrenos o aguas de que se trate y todas sus adhesiones,
sin cancelar, en ningún caso, lo que hagan las mismas autoridades antes de que se adopte la orden de ejecución. VII. Se reconoce la entidad jurídica de los centros de población parcial y comunitaria, y su propiedad de la tierra está protegida tanto para los asentamientos humanos como para las actividades industriales. La ley protege la integridad de las tierras de los grupos
locales. La ley regulará el uso de tierras, bosques y aguas compartidas y la provisión de acciones de promoción necesarias para elevar el nivel de vida de sus habitantes, teniendo en cuenta el respeto y fortalecimiento de la vida comunitaria de ejida y las comunidades. La ley, teniendo en cuenta el derecho de edis y plebeyos a aceptar los términos y condiciones acordar con ellos
el uso de sus recursos productivos, regular el ejercicio de los derechos sobre la tierra por las comunidades y cada uno de los cesdatar en sus tierras. También establece procedimientos en virtud de los cuales los iadatarios y comuneros pueden vincular y conceder sus tierras entre sí, con el Estado o con terceros países; y, en el caso de la fecha, transferir sus derechos de
parcela entre los miembros del núcleo de la población; también establecerá los requisitos y procedimientos en virtud de los cuales la Asamblea Ejidal confiere el dominio del ejidatar en su parcela. En el caso de la disposición de las parcelas, se respetará el derecho de prioridad previsto en la ley. En la misma población, el núcleo, el equivalente de un no ejidatario puede tener
más del 5% de todas las tierras ejidal. En cualquier caso, la propiedad de los terrenos en favor de uno de los ejidarianos debe cumplir los umbrales establecidos en el Grupo XV. La Asamblea General es el núcleo supremo de la población parcial o comunal, que tiene las organizaciones y funciones especificadas en la ley. Ejidal o el curador de la propiedad municipal, elegido
democráticamente desde el punto de vista de la ley, es la institución representativa del núcleo responsable de la aplicación de las resoluciones de la asamblea. La tierra, los bosques y las aguas se restituuyen en los centros de población desde el punto de vista del derecho reglamentario; VIII. Todos los traslados terrestres, de agua y de montaña pertenecientes a naciones,
ranchos, congregaciones o comunidades por comandantes políticos, gobernadores estatales o cualquier otra autoridad local serán declarados inválidos en violación de las disposiciones de la Ley de 25 de junio de 1856 y otras leyes y reglamentos relacionados con la mismo; (b) Todas las concesiones: composiciones de tierra, agua y montaña producidas por las secretarías del
Estado a diciembre de 1876, o para la venta, con las que invadió y ocupó ilegalmente ejidos, tierras comunes o cualquier otra información perteneciente a aldeas, ranchos, conglomerados o comunidades. y núcleos de población. (c) Cualquier medio, transacción, transferencia o subasta realizada por el Estado o las empresas de la Federación, jueces u otros organismos con los
que se incurran ilegalmente o ocupes ilegalmente tierras, aguas y montañas pertenecientes a los núcleos de la población dentro del período especificado en el grupo político anterior. A excepción de la invalidez anterior, sólo los terrenos que han sido nombrados en las distribuciones concedidas en virtud de la Ley de 25 de junio de 1856 y que les pertenece más de diez años,
cuando su superficie no supere las cincuenta hectáreas. IX. Tres cuartas partes de los vecinos con una cuarta parte de la tierra, o una cuarta parte de los mismos vecinos, cuando tengan tres cuartas partes de la tierra, pueden ser excluidos como una división o división legítima. X. (derogado) XI. (Eliminado) XII. (derogado) XIII. (Eliminado) XIV. (derogado) XV. Latifundios está
prohibido en los Estados Unidos de México. Se considerará como un pequeño activo agrícola que no exceda individualmente de cien hectáreas de primer riego o humedad o equivalentes de otras especies en tierra. A efectos de equivalencia, una hectárea de riego se calculará en dos vertederos temporales, cuatro de buena calidad y ocho bosques, montañas o vertederos en
terrenos áridos. Una superficie no superior a ciento cincuenta hectáreas también se considerará una pequeña propiedad en la que la tierra está destinada a la producción de algodón, siempre que sea de regadío; y trescientos cuando se destinan al cultivo de plátanos, caña, café, henequén, caucho, palma, uvas, aceitunas, quina, vainilla, cacao, agave, nopal o árboles frutales.
Se considerará que los pequeños bienes ganaderos no exceden por separado de la superficie necesaria para mantener hasta quinientas cabezas de animales o su equivalente para los animales pequeños de conformidad con el procedimiento establecido por la ley, teniendo en cuenta la capacidad de la tierra para los piensos. Si las obras de riego, el drenaje o cualquier otro
trabajo realizado por propietarios o propietarios de cualquier otro pequeño inmueble han mejorado la calidad de sus terrenos, seguirá considerándose como un pequeño activo, incluso si la mejora obtenida supera los importes máximos especificados en el presente apartado, siempre que se cumplan los requisitos establecidos por la ley. Cuando su tierra en una pequeña
superficie ganadera se mejore y esté destinada a fines agrícolas, la superficie utilizada a tal efecto no podrá exceder de los límites establecidos en los párrafos segundo y tercero del presente apartado correspondientes a la calidad de dichas tierras antes de que se mejore; XVI. (derogado) XVII. El Congreso de la Unión y los legisladores de los Estados legislarán, en sus
respectivas jurisdicciones, legislarán para los procedimientos de división y asignación de prórrogas que superen los límites establecidos en las Divisiones del IV y XV del presente artículo. El propietario del excedente debe dividir y repeler en el plazo de un año a partir de la Mensaje. Si el excedente no ha sido subtrabado después de este período, debe ser vendido por almoneda
pública. El derecho de prioridad previsto en la legislación reguladora debe respetarse en igualdad de condiciones. Las leyes locales organizan la propiedad familiar identificando la propiedad que la constituye con el argumento de que es inalienable y no está sujeta a ningún embargo o impuestos; XVIII. Todos los acuerdos y concesiones celebrados por gobiernos anteriores
desde 1876, para los que una persona o sociedad ha acumulado tierras, aguas y bienes naturales de la nación, han sido declarados sujetos a revisión y el Ejecutivo de la Unión está facultado para declararlos nulos cuando causen graves daños al interés público. XIX. Sobre la base de esta Constitución, el Estado prevé medidas para la administración efectiva y justa de la justicia
agrícola a fin de garantizar la seguridad jurídica en posesión de le (sic DOF 03-02-1983) ejidal, tierras comunales y de propiedad pequeña, y apoyará el asesoramiento jurídico de los campesinos. Todas las cuestiones que, independientemente de su origen, se tratan o se plantean entre dos o más centros de población, están bajo jurisdicción federal; así como los involucrados en
la gestión de las ediciones y comunidades de tierra. Para ello, y en general, en el ámbito de la justicia agrícola, la Ley introducirá autonomía y todas las jurisdicciones de los tribunales compuestos por jueces propuestos por el ejecutivo federal, nombrados por la Cámara de Senadores o, dentro de sus descansos, por el Comité Permanente. La ley establecerá una autoridad de
contratación pública para la justicia agrícola, y xx. El Estado promoverá las condiciones para el desarrollo rural integral a fin de crear puestos de trabajo y garantizar el bienestar de las poblaciones campesinas y su participación e inclusión en el desarrollo nacional, y promover actividades agrícolas y forestales para un uso óptimo de la tierra, trabajo de infraestructura, costos,
créditos, servicios de capacitación y asistencia técnica. También emitirá legislación reglamentaria para planificar y organizar la producción agrícola, la industrialización y la comercialización, teniendolas en cuenta en interés público. El desarrollo rural global y sostenible mencionado en el párrafo anterior también tendrá por objeto garantizar que el Estado garantice un suministro
suficiente y oportuno de alimentos básicos, tal como establece la ley. Artículo reformado DOF 10-01-1934 Volver a casa Volver al índice Artículo 28. Monopolios, (sic DOF 03-02-1983) monopolios, vías fluviales y exenciones los términos y condiciones bajo los cuales se establecen las leyes. El mismo régimen se aplicará a las prohibiciones ls (sic DOF 03-02-1983) sobre la
protección industrial. Por lo tanto, la ley será severamente castigada y las autoridades buscarán efectivamente cualquier concentración o acumulación en una o más manos necesarias para el logro de alzas de precios; cualquier acuerdo, procedimiento o combinación entre productores, industriales, comerciantes o empresarios de servicios que celebren de alguna manera para
evitar la libre competencia o competencia entre ellos o para obligar a los consumidores a pagar precios exagerados, y en general todo lo que constituya una ventaja excepcional injustificada en beneficio de una o más personas específicas y en detrimento de la sociedad o de cualquier clase social. La legislación establecerá las bases para determinar los precios máximos de los
productos, materiales o productos que se consideren necesarios para la economía nacional o el consumo popular, así como para establecer las condiciones para la organización de la distribución de dichos productos, materiales o productos a fin de evitar métodos de intermediación innecesarios o excesivos relativos al suministro de bienes y al aumento de los precios. La ley
protegerá a los consumidores y alentará a su organización a cuidar lo mejor posible por sus intereses. Las funciones desempeñadas exclusivamente por el Estado en las siguientes esferas estratégicas no constituyen monopolios: postales, telegráficas y radiotelegraficas; la producción de minerales radiactivos y energía nuclear; la planificación y el control del sistema eléctrico
nacional, así como del servicio público de transmisión y distribución de electricidad y de exploración y producción de petróleo y otros hidrocarburos de conformidad con los párrafos sexto y séptimo del artículo 27 de la presente Constitución, respectivamente; así como actividades que especifiquen claramente las leyes emitidas por el Congreso de la Unión. La comunicación por
satélite y los ferrocarriles son esferas prioritarias de desarrollo nacional en el sentido del artículo 25 de la presente Constitución; el Estado protegerá la seguridad y soberanía de la Nación mediante la aplicación de su suministro y, mediante la concesión de concesiones o permisos, mantendrá o mantendrá la absorción de los medios de comunicación adecuados de conformidad
con las leyes de esta materia. El Estado tendrá los organismos y empresas que necesita para una gestión estratégica eficaz y actividades prioritarias cuando, por ley, participe de forma independiente o con el sector social y privado. El Estado cuenta con un banco central que, en el desempeño de sus funciones y administración, es independiente. Su prioridad será lograr la
estabilidad de nacional, fortaleciendo así la rectificación del desarrollo nacional del Estado. Ninguna institución puede ordenar al banco que proporcione fondos. El Estado tendrá fideicomiso público, conocido como Fondo Mexicano de Estabilización y Desarrollo del Petróleo, cuya institución fiduciaria será un banco central y cuyo propósito será obtener, administrar y distribuir,
dentro de los plazos establecidos por la ley, los ingresos de las transferencias y contratos a que se refiere el séptimo párrafo del artículo 27 de esta Constitución. , excepto los impuestos. Las funciones desempeñadas por el Estado únicamente a través del banco central en las áreas estratégicas de la emisión de monedas y billetes no son monopolios. El banco central regulará los
cambios, así como los servicios de intermediación y financieros, de conformidad con el procedimiento establecido por la ley y la intervención de conformidad con las autoridades competentes, que dispongan de las facultades necesarias para hacer cumplir y prever dicho reglamento. Las actividades del Banco serán llevadas a cabo por personas designadas por el Presidente de la
República, si es necesario con el acuerdo de la Cámara de Senadores o del Comité Permanente; llevar a cabo sus comisiones durante períodos de duración y tiempo asombroso para sus funciones; pueden ser retirados sólo por una buena razón y no pueden tener ningún otro trabajo, servicio o comisión que no sea el que actúe en nombre del banco y aquellos que no sean
remunerados por asociaciones de formación, científicas, culturales o caritativas (sic DOF 20-08-1993). Las personas responsables de la conducta del banco central podrán ser objeto de una decisión política de conformidad con el artículo 110 de la presente Constitución. El ejecutivo coordinará a los reguladores en cuestiones energéticas, conocidas como la Comisión Nacional
de Hidrocarburos y la Comisión Reguladora de la Energía, según lo establecido en la legislación. Las asociaciones de trabajadores formadas para proteger sus intereses y las asociaciones o asociaciones de cooperativas de productores no constituirán monopolios para vender productos nacionales o industriales directamente en mercados extranjeros en defensa de sus intereses
o interés general, que son la principal fuente de riqueza en la región en la que se producen o no se exigen, siempre que dichas asociaciones sean supervisadas o supervisadas por el gobierno federal o entidades federales, y en cada caso con la autorización previa de los respectivos legisladores. Los propios legisladores o a propuesta del ejecutivo pueden retirarlo cuando
autorizaciones concedidas para vincular a las asociaciones interesadas. A los autores y artistas también se les han negado privilegios para la producción de sus obras durante algún tiempo y los privilegios otorgados a los inventores y perfeccionistas para el uso exclusivo de sus invenciones exclusivamente para el uso de sus invenciones. El Estado podrá, en casos de interés
general, prestar servicios públicos o utilizar, utilizar y utilizar bienes en el ámbito de la Federación, con sujeción a la ley, con excepciones que les impidan. Las leyes establecen condiciones para la prestación de servicios y el uso social de bienes y fenómenos de concentración contrarios al interés público. La aplicación de los regímenes de servicio público se ajusta a las
disposiciones de la Constitución y sólo puede aplicarse por ley. Las subvenciones pueden concederse para actividades prioritarias cuando sean de carácter general y no afecten sustancialmente las finanzas de la nación. El Estado supervisará su aplicación y evaluará los resultados de la aplicación. El Estado contará con una Comisión Federal de Competencia Económica, que
será un organismo independiente con personalidad jurídica y patrimonio, que se dedicará a garantizar la libre competencia y competencia, así como a prevenir monopolios, monopolios, concentración y otras restricciones al funcionamiento efectivo de los mercados, dentro de los plazos establecidos por la presente Constitución y las leyes, para investigarlos y combatirlos. La
Comisión tendrá las competencias necesarias para alcanzar eficazmente su objetivo, incluso ordenando medidas para eliminar los obstáculos a la competencia y a la libre competencia. regular el acceso a los recursos básicos e identificar los intereses de los activos, derechos, partes sociales o acciones de los operadores económicos en la medida necesaria para remediar los
efectos contrarios a la competencia. El Instituto Federal de Telecomunicaciones es una institución independiente con personalidad jurídica y patrimonio, que busca desarrollar eficazmente la radiodifusión y las telecomunicaciones de conformidad con las disposiciones de esta Constitución y las condiciones establecidas en las leyes. Con este fin, será responsable de regular y
supervisar el espectro radioeléctrico, el uso, uso y uso de redes y la prestación de servicios de radiodifusión y telecomunicaciones, así como el acceso a infraestructura activa y pasiva y otras medidas esenciales, garantizando las disposiciones de los artículos 6o y 7o de la presente Constitución. El Instituto Federal de Telecomunicaciones también será la competencia económica
de la Unión Europea las telecomunicaciones y, por lo tanto, hará uso exclusivo de las competencias establecidas en estos artículos y de las leyes establecidas por la Comisión Federal de Competencia Económica y regulará de forma asimétrica a los participantes en estos mercados a fin de eliminar eficazmente los obstáculos a la competencia y a la libre competencia; determinar
la concentración nacional y regional de la concentración nacional y regional de los distintos medios de comunicación que son organismos de radiodifusión y concesionarios de telecomunicaciones que prestan servicios al mismo mercado o zona de cobertura geográfica, y ordena la profanación de activos, derechos o partes necesarias para garantizar el cumplimiento de dichos
límites, garantizando las disposiciones de los artículos 6o y 7o. El Instituto será responsable de la transferencia de empresas que participen en concesiones en el ámbito de la radiodifusión y las telecomunicaciones o de los cambios en el control, la propiedad o la actividad de las acciones, así como de la transferencia o el intercambio. El Instituto informará al Secretario del Sector
antes de su decisión, que podrá presentar un dictamen técnico. Podrán adjudicarse concesiones de uso comercial, público, privado y social, incluidas las comunitarias y locales, que, de conformidad con sus objetivos, estén sujetas a los principios establecidos en los artículos 2o, 3o, 6o y 7o de la presente Constitución. El Instituto determinará el nivel de la prestación de servicios
relacionados con concesiones y la autorización de servicios relacionados con concesiones en opinión de la autoridad de gestión. Los dictámenes a que se refiere el presente apartado no serán vinculantes y se adoptarán en un plazo de treinta días; al final de ese período, sin opinión, el Instituto continuará con las formalidades pertinentes. Los descuentos del espectro
radioeléctrico se otorgarán a través de una licitación pública para asegurar la máxima participación de los votantes, prevenir fenómenos de concentración contrarios al interés público y garantizar un precio mínimo para los servicios al usuario final. en ningún caso el factor decisivo en la definición del adjudicatario puede limitarse a la economía. Las concesiones de uso público y
social son sin ánimo de lucro y se concederán en el marco del mecanismo legal de distribución directa y en condiciones que garanticen la transparencia del procedimiento. El Instituto Federal de Telecomunicaciones registrará públicamente las concesiones. La ley establece un sistema eficaz de sanciones que motiva la supresión del derecho de propiedad, entre otras cosas, el
incumplimiento de las decisiones que han sido definitivas en los casos de conducta relacionadas con las prácticas monopósticas. Al cancelar El Instituto informará previamente al Ejecutivo Federal para que pueda ejercer, cuando sea necesario, las facultades necesarias para garantizar la continuidad de la prestación de servicios. El Instituto Federal de Telecomunicaciones se
asegurará de que el gobierno federal tenga las concesiones necesarias para llevar a cabo sus funciones. La Comisión Federal de Competencia Económica y el Instituto Federal de Telecomunicaciones son independientes, profesionales en sus decisiones y actividades y son imparciales en sus actividades y se guían por: I. Tomarán sus decisiones con total independencia; II.
Llevarán a cabo su presupuesto de forma independiente. La Cámara de Diputados garantizará la adecuación presupuestaria para que puedan ejercer sus competencias de manera eficaz y oportuna; III. Expedirá su condición ecológica por mayoría cualificada; IV. Sólo podrán expedir disposiciones administrativas generales para cumplir su función reguladora en el ámbito de su
competencia en este sector; V. La ley garantizará en cada institución que la institución que conoce la etapa de la investigación esté separada de la institución que resuelva en forma de sentencia iniciada en un procedimiento judicial; VI. Los órganos de dirección respetarán los principios de transparencia y acceso a la información. Lo considerarán colegiaamente y se ocuparán de



los asuntos por mayoría de los votos emitidos; sus sesiones, acuerdos y resoluciones son de carácter público, con las excepciones previstas por la ley; VII. Las normas generales, acciones u omisiones de la Comisión Federal de Competencia Económica y del Instituto Federal de Telecomunicaciones sólo podrán ser impugnadas durante la protección indirecta del tribunal y no
estarán sujetas a suspensión. Sólo en los casos en que la Comisión Federal de Competencia Económica imponga multas o destitución de bienes, derechos, partidos sociales o actos, se aplicarán hasta que se resuelva la decisión de amparo, si la hubiera. Cuando las decisiones de estos órganos se adopten en forma de procedimientos judiciales, sólo podrán impugnarse los
órganos que lo celebren en la sentencia o en el procedimiento; las normas generales aplicables durante el procedimiento sólo podrán exigirse sobre la base de la protección anunciada contra la decisión de que se trate. Los casos de amparo son oídos por jueces y tribunales especializados en el sentido del artículo 94 de esta Constitución. En ningún caso podrán adoptarse
recursos ordinarios o constitucionales contra los procedimientos; VIII. Los titulares de órganos presentarán un informe trimestral de actividades a los poderes ejecutivo y legislativo de la Unión con los poderes ejecutivo y legislativo de la Unión; cada año ante la Cámara de Senadores y en la Cámara del Congreso de conformidad con el Artículo 93 de esta Constitución. El
Ejecutivo Federal puede solicitar la llegada de cualquier universidad; IX. La legislación promoverá la transparencia gubernamental de estos organismos de conformidad con los principios de gobernanza digital y datos abiertos; X. La remuneración percibada por los Comisarios se ajustará al artículo 127 de la presente Constitución; XI. Los miembros de las Instituciones podrán ser
destituidos de dos tercios de los actuales miembros del Senado republicano por una falta grave en el desempeño de sus funciones de conformidad con el procedimiento establecido en la ley y XII. Cada organismo tendrá un organismo de control interno, cuyo titular será nombrado por dos tercios de los actuales miembros de la Cámara de Diputados en las condiciones previstas
por la ley. Los órganos rectores de la Comisión Federal de Competencia Económica y del Instituto Federal de Telecomunicaciones están compuestos por siete comisionados, entre ellos el Comisionado Presidente, que, a propuesta del Ejecutivo Federal, son nombrados en forma distribuida después de la ratificación por el Senado. La Cámara de Senadores nombra al Presidente
de cada órgano por votación de dos tercios de los miembros de la Comisión, que pueden prorrogarse una vez por un período de cuatro años. Cuando sea nombrado por un miembro de la Comisión que complete su comisión antes de ese período, sólo la preside hasta que se haya completado su comisión como Comisario. Los comisionados deben cumplir los siguientes
requisitos: I. Ser ciudadano mexicano al nacer y disfrutar plenamente de sus derechos civiles y políticos; II. Tener más de treinta y cinco años de edad; III. tienen una buena reputación y no han sido condenados por un delito por el que puede ser encarcelado por más de un año; IV. Tener un título profesional; V. ha tenido un buen desempeño en actividades profesionales,
públicas o académicas durante al menos tres años, principalmente en relación con las cuestiones pertinentes de competencia económica, radiodifusión o telecomunicaciones; VI. Acreditar, con sujeción a esta disposición, los conocimientos técnicos necesarios para la ejecución de este puesto; VII. No hubo Secretario de Estado, Fiscal General de la República, Senador,
Vicegobernador Federal o Local de ningún Jefe de Estado o Gobierno de la Ciudad de México, en el año como resultado de su nombramiento, y VIII. No ha habido ninguna empresa de reclutamiento, posición o gestión en ninguno de los procedimientos del Comité Federal de Competencia Económica en los últimos tres años. ese material para el órgano. En los últimos tres años,
el Instituto Federal de Telecomunicaciones no ha tenido ninguna contratación, responsabilidad o gestión en comerciantes comerciales o privados o entidades relacionadas en empresas sujetas al Reglamento del Instituto. Los miembros de la Comisión se abstendrán de cualquier otro empleo, empleo o comisión pública o privada que no sean las tareas de formación; se les
impedirá conocer los asuntos por los que tienen un interés directo o indirecto, según lo establecido por la ley, y estarán sujetos al régimen de responsabilidad y a los procedimientos judiciales no projecables del Título 4 de la presente Constitución. La ley regula las condiciones en las que los miembros de la Comisión pueden establecer contactos para tratar asuntos de su
competencia con las personas que representan los intereses de los operadores económicos regulados. Los comisarios han estado en el cargo durante nueve años y ya no podrán mantener estas funciones sin ninguna razón. En ausencia de un miembro de la comisión, el nombramiento de que se trate se llevará a cabo de conformidad con el procedimiento establecido en el
presente artículo y con vistas a la finalización del período pertinente del sustituto. Los solicitantes que serán nombrados como miembros de la Comisión demostrarán el cumplimiento de los requisitos establecidos en dígitos anteriores dentro del comité de evaluación, que está compuesto por los titulares del Banco de México, el Instituto Nacional de Evaluación de la Educación y
el Instituto Nacional de Estadística y Geografía. A tal fin, el Comité de Evaluación llevará a cabo sus sesiones cada vez que surja una vacante de un miembro de la Comisión, se decidirá por mayoría y estará presidido por el titular de la entidad más antigua del cargo con un voto de alta calidad. El Comité pide públicamente que se rellene la vacante. verificar que los solicitantes
cumplen los requisitos establecidos en el presente artículo y que las personas que les han servido aplican un examen de conocimientos en este ámbito; los principios de transparencia, publicidad y participación máxima deben respetarse durante el procedimiento. En el formato del examen de los conocimientos, el Comité de Evaluación debería considerar las opiniones de al
menos dos instituciones de educación superior y seguir las mejores prácticas en este ámbito. El comité de evaluación de cada vacante enviará al Ejecutivo una lista que contenga al menos tres y un máximo de cinco solicitantes que habrían obtenido las calificaciones de aprobación más altas. Si no se completa el número mínimo de solicitantes, se emitirá una nueva invitación. El
ejecutivo seleccionará entre estos solicitantes al candidato que propondrá ratificar para el Senado. La ratificación se llevará a cabo por una votación de dos tercios los miembros del Senado, en un plazo intransferible de treinta días naturales a partir de la fecha de presentación de la propuesta; el Comité Permanente, por supuesto, convocará al Senado. Cuando la Cámara de
Senadores rechace a un candidato designado por el Ejecutivo, el Presidente de la República presentará una nueva propuesta según lo establecido en el párrafo anterior. Este procedimiento se repetirá tantas veces como sea necesario si se produce un nuevo rechazo mientras se mantenga un único solicitante aprobado por el Comité de Evaluación, designado directamente por
el ejecutivo. Todas las acciones para la selección y el nombramiento de los Comisionados están siendo atacadas. Artículo reformado DOF 17-11-1982, 03-02-1983 Volver para iniciar el artículo 29 del índice. En caso de invasión, perturbación grave de la paz pública o cualquier otra amenaza o conflicto al público, sólo el Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, con el
consentimiento del Congreso de la Unión o del Comité Permanente, cuando no esté reunido, podrá restringir o suspender el ejercicio de derechos y garantías que interfieran con la resolución, con prontitud y facilidad a la situación; pero hay que hacerlo por un tiempo limitado, a través de la prevención general y sin restricciones o la suspensión de contratos con una persona en
particular. Si una restricción o suspensión tiene lugar en una reunión en el Congreso, el Congreso otorga permisos que considere necesarios para que el ejecutivo se ocupe de la situación; pero si se comprueba durante el descanso, el Congreso será llamado inmediatamente a estar de acuerdo con ellos. En los decretos emitidos, el ejercicio de los derechos de no discriminación,
el reconocimiento de la personalidad jurídica, la residencia, la integridad personal, la protección de la familia, el nombre, la nacionalidad no podrán restringirse ni suspenderse; los derechos del niño; derechos políticos; confesión de pensamiento, libertad de conciencia y cualquier creencia religiosa; el principio de legalidad y retrospectividad; prohibición de la pena de muerte;
prohibición de la esclavitud y la esclavitud; prohibición de la desaparición forzada y la tortura; las garantías judiciales necesarias para proteger dichos derechos. La restricción o suspensión del ejercicio de los derechos y garantías se basará y razonará dentro de los plazos establecidos por la presente Constitución y será proporcionada a los riesgos encontrados, siempre de
conformidad con los principios de legalidad, racionalidad, publicación, publicidad y no discriminación. La terminación de la restricción o suspensión del ejercicio de los derechos y garantías o debido a que ha sido anunciado por el Congreso, todas las medidas legales y administrativas tomadas durante su mandato serán inmediatamente inválidas. El ejecutivo no puede comentar
el decreto en el que el Congreso se basa en una restricción o suspensión. El ejecutivo decreta durante la restricción o suspensión de oficio y será revisado inmediatamente por la Corte Suprema de la Nación, que deberá pronunciarse urgentemente sobre su constitucionalidad y validez. Artículo reformado DOF 21-04-1981, 02-08-2007, 10-06-2011 Volver al índice
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